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La mediación como alternativa. Política de vivienda y regulación de la 
emergencia habitacional en Barcelona (Resumen)
Los esfuerzos que despliega la ciudad de Barcelona para enfrentar la emergencia 
habitacional parecen condicionados por tres elementos que estructuran la política 
de vivienda: a) la difícil traducción política del carácter social y económico de la 
vivienda, b) el privilegio concedido por las políticas nacionales a los agentes inmo-
biliarios-financieros, lo que motiva la precarización de los inquilinos y c) el insu-
ficiente parque público de viviendas, que se traduce en una demanda ciudadana 
que sobrepasa la capacidad de gestión municipal. Poniendo énfasis en la vivienda 
bajo régimen de alquiler, nuestro trabajo se propone comprender y explicar cómo 
regula el Ayuntamiento de Barcelona la política de vivienda y qué posibilidades 
existen para el despliegue de políticas urbanas alternativas. 
Palabras clave: política de vivienda, políticas urbanas alternativas, emergencia 
habitacional

Mediation as an alternative. Housing policy and housing-emergency 
regulation in Barcelona (Abstract)
The efforts of the City of Barcelona to face the housing- emergency context seem 
conditioned by three elements structuring housing policy: a) the difficulty to 
translate social and economic attributes of housing into political terms, b) the pri-
vilege granted by national policies to real estate and financial agents, motivating 
the instability of tenants, and c) the insufficient public housing stock that coexists 
with a citizen’s demand that goes further from municipal capacity of management. 
Emphasizing housing on a rental basis, our work aims to understand and explain 
how does the Barcelona City Council regulates housing policy and what possibili-
ties exist for the deployment of alternative urban policies. 
Key words: housing policy, alternative urban policies, housing emergency



Uno de los más interesantes debates de los estudios urbanos trata sobre los cambios 
en la acción pública y en las relaciones entre Estado-central y gobiernos locales. En 
este contexto, resulta fundamental preguntarse cuál es la mejor escala para conte-
star la urbanización capitalista de nuestras ciudades y desplegar políticas que in-
duzcan una transformación progresista de la sociedad. Se ha advertido sobre una 
tendencia a desprestigiar la regulación pública nacional, la cual ha justificado prác-
ticas y narrativas promotoras de la privatización de los servicios municipales1. Sin 
embargo, sostenemos que rechazar ciertos aspectos de la regulación estatal no im-
plica, a priori, la adopción de una actitud en defensa del empresarialismo urbano y la 
privatización de los servicios2. Diversos trabajos de geógrafos críticos en el campo 
de los urban studies han puesto de manifiesto el activo rol del Estado en la neolibera-
lización, entendida como un proceso de ejecución del proyecto neoliberal3. En tanto 
proceso, se diferencia del neoliberalismo definido como proyecto político, económi-
co y de reorganización de la sociedad. Este proyecto implica una fuerte intervención 
del Estado y de los gobiernos locales en la regulación del mercado, a través de la 
creación de un marco institucional que le sea favorable4. Así, el neoliberalismo es 
un proyecto de regulación con características multiescalares que busca perpetuar la 
sostenibilidad de la economía capitalista a mediano y largo plazo5.

En los estudios urbanos, se analiza la tesis neoliberal afirmando una identidad 
crítica en la producción de conocimiento6. No obstante, algunos estudiosos señalan 
los riesgos del empleo extensivo y el abuso de la neoliberalización, el neoliberalismo, 
u otros conceptos relacionados que debieran ser cuidadosamente situados en miras 
a ser más rigurosos en el análisis de los procesos subyacentes a las transformaciones 
de las políticas públicas, así como de las relaciones entre las diferentes escalas de 
gobierno7. Christelle Morel-Journel y Gilles Pinson sostienen que la omnipresencia 
(agregación de ideas y acciones de origen diverso en un único macro-proceso) y la 
omnipotencia (reducción de las causas de ideas y acciones a un único macro-proce-
so) de la tesis de la neoliberalización acarrea un énfasis en la construcción teórica en 
desmedro de la producción de datos empíricos que evidencien los diversos rumbos 
emprendidos por las políticas públicas urbanas8.

 Un límite clave de la tesis neoliberal es que tiende a reducir todas las políticas 
públicas al proyecto neoliberal, lo que dificulta la identificación de fuerzas neutrali-
zadoras, o fuerzas capaces de parasitarlo o absorberlo9. Esta crítica suele acompañar 

1	 Horacio Capel advierte también que, en regiones como Cataluña, dichos discursos están 
acompañados por un sentimiento nacionalista (Capel, 2010, p.180; 2013, p.43).
2	 Harvey, 1989
3	 Brenner y Theodor, 2002; Peck y Tickell, 2002; Brenner, 2004; Harvey, 2007; Béal, 2010.
4	 Jessop, 2002; Harvey, op.cit.
5	 Peck et Tickell, op.cit.
6	 Béal, op.cit.
7	 Ver Morel-Journel y Pinson, 2016; Le Galès, 2016; Storper, 2016
8	 Morel-Journel y Pinson, op.cit., p.145
9	 Id., p.142-146
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la producción de trabajos que reflexionan sobre el margen de maniobra de los go-
biernos locales para llevar adelante políticas urbanas alternativas, es decir, “(…) ini-
ciativas, prácticas o proyectos respaldados por las municipalidades y que buscan 
organizar un desarrollo urbano que se aleje de los cánones del empresarialismo”10. 
Siguiendo una definición ideal-tipo, los politólogos Vincent Béal y Max Rousseau 
caracterizan tales políticas en tres puntos. Primero, son iniciativas realizadas a raíz 
de las reivindicaciones de los movimientos sociales urbanos, no de recetas impues-
tas por grupos de expertos. Segundo, el crecimiento económico no es el principio 
motor de estas políticas. La Administración priorizará, decididamente, limitar el de-
sarrollo desigual. Por último, los recursos de la municipalidad son canalizados prin-
cipalmente a favorecer a las clases populares presentes en la ciudad antes que a los 
visitantes y a los grupos privilegiados. Los autores postulan la hipótesis de que “(…) 
un poderoso vínculo entre la sociedad urbana movilizada y el Ayuntamiento sería 
una de las condiciones necesarias a la emergencia de estrategias urbanas alternati-
vas”11.

En plena emergencia habitacional12, nuestro interés en las políticas urbanas alter-
nativas se focaliza en los instrumentos13 que articulan la política de vivienda de la 
ciudad de Barcelona, tales como el Registro de solicitantes de vivienda protegida y la 
Unidad Contra la Exclusión Residencial (UCER). El objetivo es comprender y expli-
car cómo regula la emergencia habitacional el Ayuntamiento de Barcelona y de qué 
manera las políticas desplegadas son alternativas. Nuestra hipótesis es que la orga-
nización de competencias vinculadas a la política de vivienda reserva el monopolio 
de competencias económicas en manos del Estado y limita el despliegue de políticas 
urbanas alternativas desde la escala local. Metodológicamente, nos propusimos un 
camino inductivo con levantamiento de información primaria entre los meses de 
octubre 2015 y febrero 2016. Nos fue posible identificar tres momentos en nuestro 
estudio. Inicialmente, hemos consultado información estadística que nos permita 

10	 Béal y Rousseau, 2014, p.5
11	 Id., p.6
12	 A la cual definimos como la dificultad de satisfacer de manera sostenible el derecho a la 
vivienda debido a la inminencia de desalojos y ejecuciones hipotecarias por impagos de alquiler 
o hipotecas. La “Ley 24/2015 de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la 
vivienda y la pobreza energética” no define qué se entiende por emergencia en el ámbito de la vi-
vienda o emergencia habitacional. Sin embargo, el preámbulo incluye un diagnóstico con cifras de 
desempleo en Cataluña y referencias al gran problema de los desahucios por impago de hipotecas 
y de alquileres. Tampoco se encuentra una definición en el informe «Emergencia habitacional en el 
Estado español», del Observatorio DESC y la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH), que ha 
servido como insumo para la elaboración de la Ley 24/2015.
13	 En sociología de la acción pública, un instrumento es “(…) un dispositivo técnico a vocación 
genérica que porta una concepción concreta de la relación política/sociedad y se sostiene por una 
concepción de la regulación” (Lascoumes y Le Galès, 2004, p.14). En tanto institución particular, los 
instrumentos estructuran la acción y la representación colectiva de los problemas sociales, pues 
privilegian ciertos actores e intereses en la problematización de los temas. De esta manera, “(…) 
los instrumentos permiten estabilizar las formas de acción colectiva, de hacer más previsible, y sin 
duda más tangible, el comportamiento de los actores” (Lascoumes y Le Galès, 2012, p.100). El acento 
en los efectos que producen permite poner de manifiesto los cambios en las políticas públicas y de-
construir la aparente neutralidad de los dispositivos (Lascoumes y Le Galès, 2004).
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generar perfiles demográficos y económicos de los diez distritos de la ciudad de Bar-
celona con el fin de elegir uno donde realizar nuestro trabajo de campo14. En parale-
lo, realizamos la consulta de documentos oficiales (bibliografía gris) como el Plan de 
Vivienda de Barcelona 2008-2016, el cual nos brindó información sobre las políticas 
de vivienda aplicadas por el Ayuntamiento. De esta revisión, conocimos cómo fun-
ciona el Registro de Solicitantes de Vivienda Protegida y la atribución de vivienda 
social, lo cual nos permite profundizar sobre la organización de las competencias en 
materia de vivienda. Un segundo momento de nuestra investigación -que se trasla-
pa con el primero- incluye el mapeo de organizaciones sociales que trabajan por el 
derecho a la vivienda. Fue así como conocimos el trabajo de la Plataforma de Afecta-
dos por las Hipotecas -PAH Barcelona y decidimos asistir a sus asambleas semanales 
los días lunes en el distrito de Sants. En estos espacios, escuchamos referencias a los 
constantes problemas en el distrito de Nou Barris, razón por la cual -y debido a la 
suma de indicadores que muestran este distrito como uno de los más vulnerables 
ante la emergencia habitacional- decidimos aproximarnos a la Asociación 500x20 
Por el Alquiler Público y Asequible, importante referente distrital en la lucha con-
tra las expulsiones y desahucios. Además de la sobre-representación de problemas 
de expulsiones en el distrito de Nou-Barris, las sinergias generadas con 500x20 nos 
convencieron de restringir el ámbito de nuestro estudio, pero no evitamos las com-
paraciones con otras escalas de análisis. Hemos realizado alrededor de cincuenta 
horas de observación en asambleas de estas dos organizaciones, además de entre-
vistas (a profundidad y semi-directivas) a sus activistas.  También, entrevistamos 
a representantes del Ayuntamiento de Barcelona, a investigadores especialistas en 
vivienda, así como a personas inscritas o en proceso de inscripción al Registro de 
Solicitantes de vivienda protegida, las cuales abordamos en la Oficina de Vivienda 
del distrito de Nou Barris15. Un tercer momento, paralelo al anterior, incluye la siste-
matización de la información recogida, es decir, la digitalización de notas tomadas 
a mano durante las asambleas además de la transcripción (parcial y total) de las 
entrevistas registradas por el dictáfono (treinta y cinco en total, pues de dos no se 
obtuvo autorización para grabar).

14	 Desde el inicio de la investigación, uno de los objetivos fue acercarnos a los distritos donde 
habita la población con renta inferior a la media de la ciudad (considerando todos los distritos de 
Barcelona). Esto implicaba diferenciar espacialmente los barrios donde reside la población con ren-
tas más elevadas, con rentas medias y con renta por debajo de la media. Para realizar esta tarea fue 
de gran ayuda el trabajo de Bayona (2007) y sus coautores (2012).  
15	 Algunas personas entrevistadas fueron Antonio Tallada (activista de 500x20 y conseiller 
de Barcelona-En-Comú por el distrito de Nou Barris), Carme Porta (mediadora de la UCER y ex ac-
tivista de la PAH-Barcelona), Carolina Recios (conseiller de Barcelona-En-Comú por el distrito de 
Nou Barris y encargada de hacer el seguimiento a Servicios Sociales), Elena Aragüés (activista de 
500x20), Fabiana Valdoski (geógrafa, investigadora especialista en organizaciones sociales en Nou 
Barris), Jaume Barnada (Departamento de Vivienda-Ayuntamiento de Barcelona), Salva Torres (ac-
tivista 500x20), Llorenç Núñez (activista PAH-Barcelona), Salva Torres (activista 500x20), Manuel 
Cubero ( conseiller de Barcelona-En-Comú por el distrito de Nou Barris), Mercè Tatjer (geógrafa, 
especialista en temas de vivienda), Rosa Tello (geógrafa, especialista en temas de vivienda), Silvia 
Gimenez (activista y presidenta de 500x20), Socorro Pérez (urbanista, investigadora especialista en 
vivienda).
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En cuanto a la organización de este artículo, en la primera parte, analizamos 
la configuración de la política de vivienda a diferentes escalas de gobierno, lo que 
revela los problemas que acarrea la traducción política del doble componente eco-
nómico y social de la vivienda. Argumentamos que la organización de las compe-
tencias en materia de vivienda limita las acciones del Ayuntamiento a la gestión de 
situaciones de urgencia. Seguidamente, mostramos cómo la evolución legislativa 
sobre arrendamientos urbanos entraña la progresiva precarización de los inquili-
nos. Esta situación promueve la inestabilidad residencial y subordina el derecho a la 
vivienda a las estrictas exigencias del mercado. Luego, concentramos la atención en 
la gestión local del parque público de viviendas. Para ello, analizamos la relación en-
tre la insuficiente oferta y la desbordante demanda en plena emergencia habitacio-
nal. Finalmente, mostramos que, lejos de buscar evadir responsabilidades, el Ayun-
tamiento de Barcelona despliega diversas estrategias para proveerse de mecanismos 
que permitan enfrentar los problemas de vivienda. La creación de la UCER aparece 
como una herramienta alternativa que se inspira en el trabajo de las organizaciones 
sociales y, de esta manera, introduce innovaciones en la acción pública local.

La vivienda en España: un derecho social sin reconocimiento 
económico
A diferencia de la noción de vivienda, que alude a las características materiales y 
arquitecturales del espacio donde uno vive, la noción de hábitat implica la realiza-
ción de necesidades antropológicas elaboradas socialmente16. El hábitat desborda 
la vivienda, porque implica la producción y la transformación del espacio, proceso 
donde un conjunto de vínculos es creado, tanto al interior como al exterior de la 
vivienda17. Así, es preciso comprender la vivienda en esta doble dimensión: como 
soporte material y espacio de realización de las necesidades. De manera más gene-
ral, el acceso a la vivienda representa la inclusión de los individuos a la vida social 
urbana. El reconocimiento de la ciudadanía, el derecho a la ciudad y a la vida urbana 
pasan por la domiciliación. Además, la dimensión económica de la vivienda es fun-
damental; como patrimonio familiar, es una mercancía que puede ser comprada y 
vendida18. En el marco de la producción capitalista de la ciudad, acceder a la vivien-
da depende largamente del acceso al mercado inmobiliario. De esto, se desprende el 
vínculo del acceso a la vivienda con la participación de la unidad de convivencia en 
el mercado laboral19.
16	 En un bello pasaje de “El derecho a la ciudad”, Henri Lefebvre critica la producción capi-
talista de la ciudad, que reduce las actividades sociales al consumo mercantil. Para él, las necesi-
dades específicas de los seres humanos (necesidad de obra y creación, de simbolismo, de juego, etc.) 
implican la búsqueda de espacios de encuentros, previstos e imprevistos, fuera de los intercambios 
mercantiles y de acumulación (Lefebvre, 2009, p.95-96).
17	 Paquot, 2005
18	 Fijalkow, 2016, p.3
19	 Se emplea el término “unidad de convivencia” o “unidad económica de convivencia” para 
referirse a las personas que comparten una vivienda y están unidas por matrimonio “(…) o por 
lazos de parentesco de consanguinidad hasta de segundo grado.” Fuente: Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, 2016.
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Esta doble dimensión de la vivienda tiene una difícil traducción en las políti-
cas públicas. En el caso español, el Estado posee las competencias exclusivas para 
regular en materia económica y, como es un derecho social, la regulación es com-
petencia de las Comunidades Autónomas20, quienes pueden ceder la competencia a 
los Ayuntamientos mediante acuerdos específicos. Dicha separación resalta ante la 
compleja y burocrática organización de la política de vivienda tanto entre diferentes 
escalas de gobierno como al seno mismo del Ayuntamiento. El monopolio estatal de 
las competencias en materia de regulación económica es crucial para comprender la 
efectividad de los programas y políticas de vivienda efectuadas a escala de los ayun-
tamientos21. El derecho a la propiedad y a la libertad de empresa son dos de los ejes 
fundamentales en la política económica de España, donde el Estado es responsable 
del buen funcionamiento y la protección de la economía de mercado22. Esto no sig-
nifica, sin embargo, que el gobierno local no tenga ningún margen de maniobra en 
la regulación. Con el objetivo de desarrollar proyectos de vivienda, el Ayuntamiento 
organiza la participación de diversas instituciones tanto públicas como privadas, lo 
que entraña una superposición de actores que intervienen en la regulación de los 
problemas vinculados al acceso a la vivienda23.

Si las competencias estructurales que permiten actuar en materia económica 
pertenecen al Estado, otras competencias operacionales y de gestión están en manos 
de las comunidades autónomas y las ciudades. Éstas pueden hacer convenios a fin 
de intercambiar responsabilidades precisas. Para Barcelona, por ejemplo, la Carta 

20	 Artículo 148 de la Constitución Española, relativo a las competencias de las Comunidades 
Autónomas. Otras competencias reposan en las comunidades autónomas: la agricultura, el acon-
dicionamiento territorial, la asistencia social y la promoción de la cultura. El acondicionamiento 
territorial implica acciones relativas al urbanismo y a la vivienda, que fueron por primera vez des-
centralizadas en 1978, luego de varios decenios de dictadura franquista (Id.Ibid). La creación del 
Instituto Catalán del Suelo (INCASOL) en 1980 representa un momento fundamental en el ejercicio 
de competencias relativas al urbanismo, pues estará a cargo de planificar y administrar el suelo 
de propiedad pública. De igual manera, la empresa pública de Administración y Gestión (ADIGSA) 
complementa el trabajo de INCASOL a través de la gestión de las 60 000 viviendas que fueron trans-
feridas a la Generalitat por el Ministerio de Vivienda (Vilanova, 1997; Barceló y Vintró, 2003, p.249). 
Pero, esta transferencia no ha estado acompañada por la atribución de recursos económicos que 
permitan el desarrollo de una verdadera política de vivienda pública a escala de las comunidades 
autónomas.
21	 Barceló y Vintró, op.cit., p.195; Vilanova, 1997
22	 Betancor, 2008, p.225. A manera de ilustración, en el 2007, es aprobada la Ley de Defensa 
de la competencia, válida a escala nacional, cuyo objetivo es “la protección del mercado (y) la libre 
competencia entre los agentes de mercado” (op.cit., p. 227-228). El mismo año, en Cataluña se aprue-
ban tres medidas relativas a la vivienda: el Pacte Nacional per a l’Habitatge, la Ley del Derecho a la 
vivienda y el Pla Territorial Sectorial de l’Habitatge. El Pacte Nacional hace un diagnóstico de las 
necesidades en materia de vivienda y representa el reconocimiento político de la necesidad de llegar 
a acuerdos específicos. En este sentido, es un instrumento que busca dar sostenibilidad a las políti-
cas públicas, al tiempo que afirma la voluntad por trabajar desde diferentes campos y con diversos 
actores. Entre los firmantes se encuentran promotores públicos municipales, constructores, agentes 
vinculados al mercado inmobiliario, representantes de gobiernos locales, entre otros. El Pacte es un 
antecedente inmediato de la Ley 18/2007 (cuya elaboración empezó durante el primer tripartito), 
pues exige su aprobación (Trilla, s/f: 40-41; Vilanova, s/f: 53). Vemos que la regulación pública se va 
calibrando -aunque no necesariamente de manera sincronizada- desde diferentes escalas.
23	 Barceló y Vintró, op.cit.
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Municipal24 aprobada en 1998 por el Parlamento de Cataluña, reconoce un régimen 
jurídico especial para la ciudad y un régimen legal a los distritos, “(…) concebidos 
como una pieza fundamental de la organización municipal y de sus entidades te-
rritoriales, para la desconcentración de la gestión y para la descentralización de la 
participación ciudadana”25. La Carta opera entonces como una pequeña legislación 
para la ciudad, y permite a la municipalidad asociarse con la Generalitat de Cataluña 
a fin de transferir competencias específicas26. Esto se hace a través de la creación de 
consorcis, instituciones que conectan las dos escalas de gobierno y sobre las cuales 
reposa la gestión de ciertos sectores. Así, el Ayuntamiento y la Generalitat acuerdan 
sobre puntos específicos.

En materia de vivienda, el Consorci de l’Habitatge de Barcelona conecta ambas 
escalas administrativas y les permite intercambiar responsabilidades de planifica-
ción urbana (que la ciudad cede a la Generalitat) y de vivienda (que la Generalitat 
cede al Ayuntamiento de Barcelona). El Consorci es responsable de la planificación 
en materia de vivienda, del establecimiento de redes entre instituciones públicas, de 
la promoción de una política de vivienda abordable, de la planificación de acciones 
de renovación urbana, de la gestión del patrimonio público de viviendas y suelos 
destinados a la construcción de viviendas sociales, así como de la redacción de re-
glas y fijación de criterios para la selección de beneficiarios de vivienda social27. Gra-
cias al Consorci, la coordinación entre la ciudad y la Generalitat parece no presentar 
mayores dificultades28. Los verdaderos problemas de coordinación se encuentran al 
seno del Ayuntamiento, debido al complejo reparto de responsabilidades ligadas a 
la vivienda. Las diferentes prioridades presupuestarias entre departamentos se con-
sideran dentro de las principales causas que dificulta la coordinación de acciones29. 
De igual manera, la distinción entre la dimensión social y económica de la cuestión 
vivienda se traduce en el reparto de competencias entre los municipios y el Estado 
(respectivamente), lo que conlleva a una compleja organización entre las diferentes 

24	 Durante el franquismo, Barcelona y Madrid serán reconocidas a través de decretos que les 
cederán un régimen (estatuto) particular con el objetivo de mejorar la eficacia en su gestión (Ordu-
ña, 2005, p.201). Así, los antecedentes de la Carta Municipal se remontan al mandato de Porcioles 
(alcalde de Barcelona entre 1957 y 1973), quien introduce nuevas condiciones legales y adminis-
trativas para la ciudad con un acento en materia económica. Como dice Busquets, “la Carta da a la 
ciudad un presupuesto mucho más importante, y apunta a la simplificación de procedimientos financieros 
y administrativos” (Busquets, 2005, p.330-331).
25	 Barceló y Vintró, op.cit., p.516-517
26	 Entrevista con Jaume Barnada, en representación del Departamento de vivienda del Ayun-
tamiento de Barcelona, en el Ayuntamiento de Barcelona, el 01/02/2016.
27	 Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Funciones, 2016.
28	 La principal tarea del Consorci es repartir recursos que llegan desde Estado y la Generalitat. 
En palabras de Jaume Barnada, “(…) las personas que trabajamos en el Departamento de Vivienda 
somos las personas del Consorci, y las personas que trabajan en la subsecretaría de la Generalitat, 
hacen parte del Consorci. Entonces, no hay problema porque somos nosotros mismos.” Esta afirma-
ción revela una percepción no conflictiva entre los intereses de la ciudad de Barcelona y de la Ge-
neralitat de Cataluña. En todo caso, expresa la idea de que el Consorci es una institución más bien 
técnica y operacional antes que política. Sin embargo, consideramos necesario matizar tal idea, 
pues las dos escalas de poder tienen a la cabeza dos partidos políticos diferentes.
29	 Entrevista con Jaume Barnada.
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escalas administrativas y en el seno mismo de la ciudad. Esto explica por qué la 
gestión de la vivienda en el Ayuntamiento de Barcelona está inscrita en el Área de 
Derechos Sociales, aunque la coordinación con otras áreas (como la de economía) 
sea constante. Barcelona no posee las competencias económicas para garantizar la 
producción y la gestión del parque público de viviendas. Este discurso es mantenido 
por los responsables de la política de vivienda en el Ayuntamiento bajo la siguiente 
consigna: la vivienda es un derecho social, pero hacerlo vinculante requiere necesa-
riamente garantías económicas que dependen largamente de la escala nacional30. A 
este respecto, la ciudad limita sus acciones a la gestión de situaciones de urgencia; 
interviene únicamente cuando las unidades de convivencia no pueden satisfacer 
su derecho a la vivienda vía el mercado (o cuando no pueden responder a la oferta 
pública por razones de costo u otras).

Los municipios, sin competencias reconocidas en materia de vivienda por la 
Constitución Nacional, pueden, sin embargo, realizar planes para precisar las orien-
taciones y programas vinculados al hábitat. Se trata de objetivos amplios y ambicio-
sos cuya realización no es obligatoria, pero sirven para marcar las principales líneas 
de acción y orientación política. Para el arquitecto y urbanista Josep M. Vilanova 
(co-director del Pla Territorial Sectorial de l’Habitatge, publicado el 2010), estos pla-
nes plurianuales, generalmente, no se diferencian de la política económica nacional, 
la cual apunta al crecimiento y al dinamismo económico. Las acciones llevadas a 
cabo por el Ayuntamiento reposan -evidentemente- en el marco legislativo nacio-
nal, el cual favorece la realización de asociaciones público-privadas. Para la ciudad, 
esto implica una dependencia a las condiciones impuestas por los agentes privados 
en la realización de operaciones de construcción o en la renovación de viviendas, 
principalmente en materia de costos31.

Los Planes plurianuales pretenden trascender y resistir el paso de los diferentes 
mandatos municipales. Sin embargo, esta continuidad (manifiesta también en la 
permanencia de especialistas técnicos en temas de vivienda a pesar de los cambios 
de equipos políticos de gobierno) nos interroga sobre la apertura y disposición hacia 
nuevos enfoques que busquen reformar la política de vivienda al promover otros 
regímenes de tenencia como la vivienda pública en alquiler, en cesión de uso, la 
gestión cooperativa, etc.32. La promoción de la vivienda en propiedad ha apuntado 
a atender y orientar la demanda de una clase media, asalariada, y, de este modo, 
se ha concebido la política municipal de vivienda pública33. Hacer una política de 
vivienda para la clase media implica poner énfasis en el acceso a la vivienda en pro-
piedad o con alquileres elevados, abordables por personas con empleo fijo o, en todo 
caso, sin dificultad de inserción al mercado laboral. Además, favorece a los agentes 
financieros-inmobiliarios encargados de producir nuevas viviendas. En el actual 

30	 Id. Ibid.
31	 Vilanova, 1997
32	 Alemany et al, 2013
33	 Entrevista con Jaume Barnada. Esto está vinculado, evidentemente, a favorecer al capital 
inmobiliario-financiero, el gran ganador en las operaciones de construcción.
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contexto de emergencia habitacional, donde la mayoría de personas en riesgo de 
exclusión residencial no cuenta con ingresos fijos ni suficientes para participar en el 
mercado inmobiliario, la Administración realiza diversas maniobras para conseguir 
viviendas privadas en alquiler y evitar que las familias no tengan donde pernoctar. 
Las respuestas estructurales en términos de política económica corresponderían al 
Estado.

La paulatina flexibilización del mercado de viviendas en alquiler

Evolución legislativa hostil al inquilino
Las medidas de congelamiento de los precios de alquiler fueron extensivas duran-
te los primeros años del régimen franquista. Ellas permitieron mantener estables 
las condiciones de los contratos de alquiler, junto con los mismos precios, durante 
varios años. Esto se condice con la proporción mayoritaria de familias viviendo en 
alquiler durante la Guerra Civil (1936-1939), una época de importancia subordi-
nada del capital inmobiliario frente al capital industrial y bancario. Este último es 
privilegiado a través del control de los gastos de reproducción de la fuerza de tra-
bajo34. En 1950, Barcelona registra un 95% de su población viviendo en régimen de 
alquiler35, pero progresivamente el marco legislativo se torna hostil hacia esta forma 
habitacional. El régimen franquista se propuso hacer de España un país de peque-
ños propietarios y utilizó las viviendas como un medio de control social por medio 
del endeudamiento36. La industria de la construcción empieza su apogeo en 1960 
y, desde ese momento, se desencadenaron una serie de medidas favorables para el 
acceso a la vivienda en propiedad y hostiles al alquiler.

Dos cambios serán decisivos para promover el acceso a la propiedad: la pro-
mulgación de la Ley de Propiedad Horizontal en 1960 y la Ley de Arrendamientos 
Urbanos (LAU) en 1964. Ambas expresan la voluntad política por cambiar las con-
diciones del congelamiento de los alquileres, pues los precios no aumentan consi-
derablemente entre 1920 y 196037. La primera de estas leyes favorecerá la división 
de los bienes al interior de un mismo edificio38 (fenómeno que, como señala la geó-
grafa Mercè Tatjer, estaba ya en marcha y al cual la medida aporta regularización 
jurídica) y de esta manera contribuye a la incorporación de muchas viviendas al 
mercado. La segunda ley apunta a dinamizar el mercado de viviendas en alquiler. 
La promulgación de la LAU de 1964 modifica las condiciones de arrendamiento, lo 
que posibilita el aumento de los precios de alquiler. Los contratos firmados después 
de 1964 muestran un crecimiento considerable de los precios en relación a los con-
tratos firmados antes de la promulgación de la ley (en aquella época, 78% de las vi-

34	 Tatjer, 1988, p.355
35	 Naredo, 2010, p.7
36	 Rodríguez López, s/f, p. 26-27; Pareja-Estaway y Sánchez Martínez, 2012, p.128
37	 Tatjer, op.cit.
38	 Ley 49/1960 de Propiedad Horizontal.
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viendas en alquiler suscribieron contratos antes de 1964). La principal consecuencia 
del congelamiento de los alquileres se revela en términos comparativos, pues los 
contratos firmados entre 1968-1970 estipulaban un precio cuatro veces más eleva-
do que los contratos firmados antes de 1930 y dos veces más que aquellos firmados 
entre 1961 y 196439. Para decirlo de otra manera, la LAU de 1964 hace más atractivo 
el mercado de viviendas en alquiler como medio de inversión y favorece la idea de 
inyectar dinero en la propiedad inmobiliaria. Tanto la LAU de 1964 como la Ley de 
Propiedad Horizontal señalan la vía de lo que será una progresiva precarización 
de los inquilinos, lo que se traduce por el alza de los precios de los alquileres y la 
inestabilidad en relación a la duración de los contratos. Así, la LAU de 1964 aparece 
menos precarizadora que la Ley 4/2013 de medidas de flexibilización y fomento del 
mercado del alquiler de viviendas40, una de las últimas medidas nacionales relativas 
a los arrendamientos urbanos.

El alza de los precios de los alquileres ha sido fundamental para incitar a los 
ciudadanos a satisfacer su derecho a la vivienda al convertirse en propietarios por 
medio del endeudamiento. Tras la promulgación de la Ley 2/1985 sobre Medidas de 
Política Económica (Decreto Boyer), el precio de los alquileres aumenta un 80%41. 
El Decreto Boyer busca dinamizar el sector terciario y la creación de empresas a 
través de la promoción de la utilización de las viviendas para fines diferentes del 
habitacional42. Conduce entonces a “(…) la expulsión de la población popular de las 
zonas centrales de la ciudad”43. El Decreto Boyer empuja a las familias a endeudarse 
para acceder a la propiedad al mismo tiempo que precariza las condiciones de los 
inquilinos suprimiendo la prorrogación forzosa de los contratos (establecidos por la 
LAU de 1964), creando contratos anuales, sujetos al libre aumento de los precios44. 
En la década de 1990, en pleno contexto de incorporación de España a la OTAN, 
la especulación inmobiliaria hace del acceso a la vivienda una verdadera pesadilla 
para las familias. Tras la celebración de los Juegos Olímpicos, aparece en 1994 una 

39	 M. Tatjer precisa que fue gracias al congelamiento de los alquileres que las familias de in-
gresos modestos pudieron acceder a la vivienda en pleno contexto de alza de los precios de alquiler 
(Tatjer, op.cit., p.347-352).
40	 Una de las excepciones a esta regla es la cuestión del sub-alquiler, que aparece mejor regula-
do en la LAU de 1994. Ésta prohíbe el sub-alquiler total de la vivienda y el enriquecimiento a través 
de esta actividad (Blanco, 2006, p.60-61).
41	 Vilallonga, 1991
42	 Antes del Decreto Boyer, la transición hacia una economía terciaria es explícita en el Plan 
General Metropolitano aprobado en 1976, notablemente en lo que compete a la delocalización de 
industrias obsoletas hacia espacios periféricos y suburbanizados de la metrópoli. Esto permite la 
descongestión y la reestructuración morfológica de la ciudad-centro a través de grandes operacio-
nes urbanísticas que apuntaban a atraer al sector terciario; los grandes proyectos son vistos como 
“catalizadores del mercado inmobiliario y del proceso de terciarización de la ciudad” (Tello y Martí-
nez, 1995, p.41-42; Marrero, 2003; Serratosa, 1996, p.14). La designación de Barcelona como ciudad 
olímpica en 1986 acelera las inversiones y los proyectos apuntan a la creación de espacios apropia-
dos a la celebración de los Juegos Olímpicos de 1992 (Ferrer, 1996: 53 ; Benach y Tello, 2004 : p.101). 
Como señala Yann Maury (2006, p.69), “Después de 1976, 1986 constituye un segundo momento 
decisivo con la elección de Barcelona como ciudad olímpica (1992).”
43	 Vilallonga, op.cit.
44	 Alemany et al, 2013, p.53
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nueva versión de la LAU. Ella pone fin al congelamiento del precio de los alquileres45, 
aunque alarga la extensión de los contratos de 1 a 5 años46. La LAU de 1994 prevé 
la libertad de las partes para pactar las condiciones del contrato, el monto a pagar 
mensualmente, los gastos por servicios de copropiedad y los gastos por trabajos de 
renovación de los bienes. La ley hace posible aumentar el alquiler en un 20% (máxi-
mo) en razón de trabajos en el inmueble, pero solamente si el inquilino ha vivido 
cinco años en él y si tal acuerdo aparece establecido en el contrato47. Vemos cómo 
las medidas legislativas en materia de vivienda apuntan a la financiación de créditos 
hipotecarios, lo que conduce inevitablemente a la inflación48. En 1995, Barcelona 
es una de las ciudades españolas donde la vivienda es más costosa49, y entre 1997 y 
2002, el precio de la vivienda aumenta en 86%, mientras que los salarios progresan 
solamente en 15%50.

El precio de los alquileres no ha dejado de aumentar. A pesar de las iniciativas 
del gobierno socialista por promover el régimen de alquiler con la creación de So-
ciedad Pública de Alquiler en 2005 y con la Renta de Emancipación para los Jóvenes, 
otras medidas han favorecido, simultáneamente, la agilización de las expulsiones 
por impago de alquiler o hipotecas51. Entre 2000 y 2008, el precio mensual promedio 
de las viviendas en alquiler se duplica en Barcelona, pasando de 400€ a 800€52. Nu-
merosas familias no pueden pagar los elevados precios de alquiler (ni a las cuotas de 
hipotecas) y pierden su vivienda. El informe DESC-PAH señala la dificultad de en-
contrar información precisa del Consejo General del Poder Judicial, principalmente 
en lo que concierne a cifras de desalojos realizados o en proceso de realización. Esta 
institución diferencia, solamente desde el 2013, los desalojos causados por impago 
de alquiler de aquellos causados por impago de hipotecas. “De hecho, de los 37.545 
desalojos contabilizados de enero hasta el mes de junio de 2013, los desahucios por 
impago de alquiler ascienden a 21.765, prácticamente el doble de los originados 
en procesos de ejecución hipotecaria”53. De otro lado, los propietarios se mantienen 
muy escépticos y desconfiados para ceder al mercado sus bienes inmobiliarios en 
una coyuntura donde no tienen la seguridad de que los inquilinos paguen mensual-
mente. Al mismo tiempo, aguardan que los precios de las viviendas aumenten para 
obtener mayores ganancias. De esto, resulta un gran número de viviendas vacías y, 
por el momento, fuera del mercado.

45	 Tatjer, op.cit, p.19; Blanco, op.cit., p.62
46	 Alemany et al, 2013, p.53
47	 Blanco, op.cit., p.98-99
48	 Trilla, s/f, p.39
49	 Rosa Tello y Sergi Martinez (1995, p. 43-48) muestran que entre 1987 y 1993, “El precio por 
metro cuadrado de las viviendas se multiplicó por dos, en ocho de los diez distritos de Barcelona 
(…).” No obstante, en Nou Barris tal incremento no tuvo lugar, a razón de los problemas estructura-
les de las viviendas. En 1995, estos autores denunciaron una tendencia a la nivelación de los precios 
de las viviendas entre las zonas más caras y las más baratas de la ciudad. Las diferencias se reducen 
debido a que el aumento de los precios es constante en los barrios más baratos. Sin embargo, los 
distritos más caros aún lo son. Ver también Borja, 2010, p.34.
50	 Marrero, 2003.
51	 Alemany et al, op.cit., p.53
52	 Ajuntament de Barcelona, Contratos y precios registrados de las viviendas de alquiler, 2016.
53	 Alemany et al, op.cit., p.12
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Tras la crisis del 2007-2008, se constata, no obstante, un voluntarismo estatal 
por dinamizar el mercado de los alquileres54. Charlotte Vorms, historiadora especia-
lista en producción de las ciudades y mercado inmobiliario, afirma que se trata de 
un rescate a los promotores inmobiliarios, donde “(…) la refinanciación de su deuda 
(con una línea presupuestaria especial de 3 millones de euros) implica la cesión a 
alquiler de las viviendas no vendidas”55. En el 2013, se promulga la Ley 4/2013 de 
medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas, cuyo 
objetivo es equilibrar el mercado inmobiliario a través de la incorporación del sur-
plus de viviendas vacías al mercado del alquiler. La ley garantiza el derecho a la 
propiedad inmobiliaria a fin de que los titulares tengan todas las seguridades sobre 
sus bienes, por ejemplo, frente a casos de impago de alquileres. Esta modifica los 
procesos relativos a los desahucios y reduce el tiempo del proceso judicial para que 
las expulsiones se realicen lo más rápido posible56.  Además, esta ley reduce de cinco 
a tres años la prórroga obligatoria de los contratos y de tres a uno la prórroga táci-
ta57. Incluso, si el contrato ha sido firmado por tres años, nada garantiza al inquilino 
que podrá quedarse en la vivienda más de un año. Pasados los doce meses, si lo de-
sea, el propietario puede recuperar el inmueble anunciando la decisión al inquilino 
con dos meses de anticipación58. Además, si los alquileres no son registrados en el 
Ayuntamiento, el contrato puede interrumpirse en caso de que una tercera persona 
compre la vivienda59. Es decir, se incorpora un nuevo motivo de desalojo.

De la reducción del número de años de prórroga obligatoria de los contratos, 
se desprende también una sobrecarga económica para los inquilinos en relación 
al coste de los trabajos de mantenimiento y renovación del inmueble. “Dicho de 
otro modo, el inquilino ha perdido dos años donde no verá aumentar el precio del 
alquiler”60. La libre fijación de las condiciones del contrato puede también incluir la 
actualización anual de los costos relativos a los servicios de mantenimiento de los 
espacios comunes o privados61. La Ley 4/2013 también crea el Registro de sentencias 
firmes de impagos de rentas de alquiler, donde figuran los datos de inquilinos que 
han llevado a los propietarios a juicio62. El Registro es una base de datos donde con-
verge la información de las personas que, en razón del incumplimiento en el pago 
del alquiler, han “(…) obligado a los propietarios a recurrir a la justicia para resolver 
la situación, habiendo dado la justicia razón a los propietarios”63. Es manifiesto el 
carácter criminalizador y estigmatizante de esta medida hacia las personas que, por 

54	 Véase el Plan Estatal para el fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria 
y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016.
55	 Vorms, 2009, p.14
56	 Álvarez, 2014, p.750
57	 Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler 
de viviendas.
58	 Pérez Conesa, 2013, p.36
59	 Alemany et al, op.cit., p.66
60	 Pérez Conesa, op.cit., p.83
61	 Id., p.91
62	 Ley 4/2013, de 4 de junio, op.cit.
63	 Pérez Conesa, op.cit., p.121
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diferentes razones, no han podido pagar los alquileres. Otra medida que promueve 
la Ley 4/2013 es “(…) el recurso a mediación o al arbitraje para que las dos partes 
puedan resolver sus conflictos”64. Con ello, se pretende evitar los procesos judicia-
les y reemplazar la justicia pública con la intervención de terceros privados. La ley 
prevé que el pago a la intermediación sea hecho por las dos partes (inquilino y pro-
pietario), y que los conflictos a resolver son relativos a la duración de los contratos, 
las obligaciones de los inquilinos y propietarios, así como el fin del contrato. Los ar-
gumentos a favor de esta vía señalan la lentitud de los procesos judiciales y los “(…) 
tradicionales problemas ligados al sistema judicial”65. Se entiende que es una medi-
da favorable al encogimiento de los servicios públicos de justicia y al desplazamien-
to de la intervención pública ante conflictos presentes en el mercado inmobiliario.

Sin embargo, el arbitraje no remplaza la determinación judicial para casos re-
lativos a expulsiones. Sobre este punto, la Ley 4/2013 modifica los procedimientos, 
pues prevé la realización de un proceso monitorio para los casos de impago de al-
quiler66. Esto implica la reducción del tiempo de los procesos judiciales para que las 
expulsiones se realicen más rápidamente. Así, estas modificaciones relativas a las 
expulsiones aparecen como una mejora técnica y se alejan de los objetivos iniciales 
de la reforma67. Uno de los problemas que plantea la ley es que no distingue entre 
grandes y pequeños propietarios para los casos de impago de alquiler. Además, esta 
norma sería complementaria a la Ley 16/2012 por lo que se adoptan diversas medi-
das tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de 
la actividad económica. De este modo, se favorece a los grupos inversores mediante 
ventajas fiscales, sin importar el uso que den a los inmuebles68. La ley 4/2013 bus-
ca introducir las viviendas vacías al mercado de los alquileres y, de esta manera, 
contrabalancear la situación que posiciona a España entre los países con menor 
número de viviendas en alquiler en la Unión Europea69. La flexibilización del mer-
cado de viviendas en alquiler criminaliza a los inquilinos y sacrifica su tranquilidad; 
no se tiene garantías de fijación en la vivienda debido a la inestabilidad residencial 
que promueve la legislación nacional. Se trata de una medida que busca restaurar 
la confianza perdida en el mercado de los alquileres y, así, en la compra de bienes 
inmobiliarios como forma segura de inversión70. ¿Es posible perseguir este obje-
tivo y trabajar simultáneamente por un marco normativo favorable al derecho a 
la vivienda?

64	 Id., p.24
65	 Gázquez, 2014, p.559
66	 Después de la Ley de Enjuiciamiento Civil del 2000 (que substituye a una vieja ley votada 
en 1881) se han realizado varias modificaciones. Según Álvarez, “(…) el proceso relativo a las expul-
siones ha sido reformado con el objetivo de hacer economía política, y no para mejorar el servicio a 
los ciudadanos” (Álvarez, 2014, p.722).
67	 Álvarez, Id., p.750
68	 Alemany et al, op.cit., p.66
69	 Como lo muestra García, según los datos del último censo nacional, en el 2011, España cuen-
ta con 25 208 623 viviendas (20.3% más que en 2001), de las cuales 3 443 365 están vacías (13.65% 
del parque total) (García, 2014, p.682; ver también Rodríguez López, s/f, p.26).
70	 López y Rodríguez, 2010, p.219



Scripta Nova, vol. XXI, nº 566, 2017

14

El abandono de los inquilinos al impredecible comportamiento del mercado 
inmobiliario
Los cambios evocados demuestran la responsabilidad de la legislación nacional en 
la precarización de las condiciones de acceso y mantenimiento en la vivienda de 
alquiler71. La inestable situación que resulta para los inquilinos no favorece la inver-
sión personal ni material en la vivienda, pues nada garantiza las condiciones para 
enraizar72. Esta situación de precarización conducirá a la reducción de los precios de 
los alquileres y, al mismo tiempo, no motivará la inversión de los propietarios -ni 
de los inquilinos- en el mantenimiento de la vivienda. Por el contrario, hay quienes 
opinan que la excesiva oferta de viviendas no implica una disminución del costo de 
los alquileres; además, esta favorece la imposición de condiciones abusivas de parte 
de los propietarios73.

En relación a los precios de los alquileres y de la compra-venta de viviendas, no 
hay consenso sobre el comportamiento del mercado inmobiliario. Para el recono-
cido economista José Manuel Naredo, cuando las viviendas se valorizan y la oferta 
es elevada, las personas eligen comprar y, enseguida, los precios del alquiler bajan. 
Al contrario, cuando los precios de compra aumentan, los precios de los alquileres 
también suben. Por otro lado, si la demanda de viviendas en alquiler a bajo pre-
cio aumenta, la saturación del mercado (debido al insuficiente parque habitacional 
ofertado para cubrir la necesidad de viviendas asequibles) puede conducir a un au-
mento de los precios74. De su parte, Beatriu Guarro afirma que después de la crisis 
“(…) los precios de compra [de viviendas] no han disminuido de manera excesiva 
y, al contrario, los precios de alquiler han aumentado”75. Según la autora,  quien ha 
trabajado sobre dificultades en el acceso a la vivienda para las personas inmigra-
das76, esto se explica por las numerosas facilidades dadas para acceder a créditos 
71	 Herrera, op.cit.
72	 Pérez, 2013, p.33
73	 Ruipérez, 2014, p.177
74	 Naredo, 2010
75	 Guarro, 2012, p.54
76	 En España, observamos un aumento del número de extranjeros desde 1980. Entre 1981 y 
1994, el número de extranjeros pasó de 0.5% de la población total del país al 1.5% (Capel, 1997). Ra-
món Díaz y sus coautores constatan un “vertiginoso crecimiento de flujos migratorios internacio-
nales” hacia las principales ciudades españolas, sobretodo en dirección a Madrid y Barcelona (Díaz 
et al, 2010). En Barcelona, del total de población extranjera el año 2000 (58 186 personas), la mayoría 
vienen de América del Sur (32.4%) y, de este grupo, la mayoría son mujeres (57.6%) (Marre, 2001). 
Algunos trabajos dan cuenta de los efectos de la inmigración en el mercado inmobiliario, como el 
alza de los precios y la saturación de la oferta de vivienda barata, lo que afectaría principalmente 
a los barrios populares mediante el incremento de la competencia. Algaba (2003) señala que para  
acceder a la vivienda, las personas inmigrantes deben aceptar ciertas condiciones como pagos más 
altos que los nativos (debido a su urgente necesidad, la menor información y la discriminación de la 
que suelen ser objeto) y vivir en condiciones de hacinamiento, frecuentemente en sobreocupación. 
Sobre este último punto coinciden otros autores como Horacio Capel (2001), quien explica que la 
sobreocupación se debe a “(…) los precios abusivos, el estricto plan de ahorro de los inmigrantes 
y su solidaridad intragrupo”. La cuestión de la solidaridad entre los inmigrantes es trabajada por 
Eduardo Riol (2003) en un interesante estudio sobre el colectivo pakistaní en Barcelona. E. Riol 
considera que la solidaridad en este grupo responde a cuestiones culturales (la “cultura musulmana 
pakistaní”) y familiares (ligadas a los proyectos de reagrupación).
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hipotecarios, mientras ninguna medida ha buscado asegurar el mercado de vivien-
das en alquiler.

El debate en torno al comportamiento de los precios está lejos de cerrarse. Es 
preciso tener en cuenta que entre las personas que compraron viviendas por medio 
de créditos hipotecarios también hay inversores (tanto pequeños propietarios como 
grandes tenedores77) a la espera de que aumenten los precios, pues esperan vender o 
alquilar sus bienes a un precio que convenga a sus expectativas78. Carme Trilla, anti-
gua responsable de la Secretaría de Vivienda en la Generalitat de Cataluña, suscribe 
este argumento y afirma que los propietarios de viviendas han invertido en el sector 
inmobiliario a la espera de sacar ganancias con el alquiler. Entonces, mientras más 
altos fueron los precios de las viviendas que compraron, más esperan ganar en al-
quileres79. Ella considera que la evolución del precio del mercado del alquiler sigue 
la tendencia de los precios de venta y, en consecuencia, “(…) no es posible conside-
rar que, en medio de un importante proceso inflacionista como una burbuja, la in-
flación de los precios de compra no va a transferirse hacia los precios del alquiler. En 
un contexto con dichas características, es un error de concepto plantear el alquiler 
de mercado como la solución para hacer frente a los precios elevados de compra”80.

Ciertamente, en Cataluña el precio de compra de viviendas nuevas y de segun-
da mano ha disminuido de manera constante desde 2007 y, después del 2013, la 
evolución muestra una estabilización. Sin embargo, a partir del primer trimestre de 
2015, los precios comenzaron a aumentar nuevamente81. De igual manera, la evolu-
ción del precio medio de vivienda en alquiler en Barcelona muestra que entre 2000 
y 2008 se ha multiplicado por dos, antes de decrecer ligeramente después de 2008. 
Pero, entre 2014 y 2015, se observa un aumento. Los precios de viviendas en alquiler 
en la ciudad oscilan alrededor de 700€ al mes82.
Según nuestro trabajo de campo, pudimos constatar la situación de estrés que se 
vive en el mercado del alquiler a causa del reducido número de viviendas ofertadas. 
Además de la dificultad que representa el pago, otro gran problema de las familias 
es la dificultad para satisfacer todos los requisitos de las agencias inmobiliarias. En 
razón de la libertad para fijar las condiciones entre los propietarios y los inquilinos, los 
poderes públicos no regulan los criterios demandados por las agencias inmobiliarias 
o los Administradores de Fincas, tradicionales aliados de los pequeños propietarios 
y garantes del derecho a la propiedad en Barcelona. Ellos están a cargo del control 
del acceso a la vivienda en alquiler y de todas las tareas relativas a la gestión de 
inmuebles: colecta de alquiler, seguimiento a los inquilinos, etc.83 Hemos visitado las 
77	 La expresión “grandes tenedores” es común en el medio activista y en la gestión pública 
local. El término hace referencia a los inversionistas bancarios-financieros propietarios de varios 
inmuebles.  
78	 Rodríguez López, s/f, p.27-28
79	 Trilla, s/f
80	 Trilla, op.cit., p.39
81	 Instituto Nacional de Estadística, 2015.
82	 Ajuntament de Barcelona, Contratos y precios registrados de las viviendas de alquiler, 2016.
83	 Mercè Tatjer documenta, para el caso del barrio de La Barceloneta, que los Administradores 
de Fincas tenían el control del 75% del mercado de los alquileres y también del mercado de com-
pra-venta de inmuebles (Tatjer, 1988, p.360). Además, ella cuenta que ellos estaban especializados 
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agencias inmobiliarias presentes en el distrito de Nou Barris y todas manifestaron 
el bajo número de viviendas que ingresan para ser ofertadas en alquiler desde 
fines de 2015. La oferta disponible es muy reducida y no garantiza la posibilidad 
de permanecer más de un año. Proponen tomar los datos del cliente, así como las 
características del producto buscado, y prometen llamar ante la aparición de una 
vivienda que corresponda a nuestra búsqueda.

Figura  1. Evolución del precio mensual de viviendas en alquiler, Barcelona, 2000 -2015.
Elaboración propia. Fuente: Ayuntamiento de Barcelona.

El estrés y la incertidumbre que resultan de la falta de viviendas ofertadas expli-
ca también el endurecimiento de los criterios demandados. En relación a los precios, 
éstos oscilan entre 450€ y 800€ según el número de piezas, ubicación del inmueble, 
disponibilidad de ascensor en el edificio, etc. El precio determina también el costo 
total a pagar por la obtención de un contrato. Todas las agencias demandan un ade-
lanto de alquiler por el mes corriente, dos meses de garantía (o más) y el equivalente 
a un mes de alquiler por los costos de agencia. Esto implica disponer de cuatro meses 
de alquiler a adelantar para acceder a una vivienda (alrededor de 3000€ para per-
sonas buscando una vivienda con dos habitaciones). Pero esto no es novedad, pues, 
desde inicio de 1990, las agencias inmobiliarias demandan varios meses de garantía, 
además de un aval personal y/o bancario (lo que implicaba el pago mensual de in-
tereses a la entidad financiera)84. Además, los criterios requeridos no se limitan a la 
disponibilidad de dinero y ello complica enormemente la situación de las familias. 
La firma del contrato está condicionada a la presentación de las tres últimas boletas 
de pago y el contrato de trabajo de las personas que firmarán. Las exigencias sobre 
el contrato de trabajo varían de una agencia a otra: algunas solicitan contratos de 

territorialmente. Ciertas empresas tenían el monopolio en algunos barrios.
84	 Ruipérez, 2014, p.46
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duración indeterminada, otras demandan contratos de por lo menos un año (tiem-
po de duración del contrato de alquiler). En todos los casos, el monto del alquiler 
debe ser igual o menor a 30% de los ingresos mensuales en base a la suma de ingre-
sos de la unidad de convivencia. Sobre el número de personas que aparecerán en el 
contrato, algunas agencias autorizan la aparición de dos o más personas, pero esto 
deberá ser validado por los propietarios. La evaluación de las candidaturas está con-
dicionada a varios criterios. Además, algunas agencias demandan seguros de pago, 
un dispositivo de evaluación de los contratos de trabajo que juzga la elegibilidad de 
los candidatos en función al tipo de contrato laboral. El éxito de la evaluación de-
pende de la estabilidad de los ingresos.

Sin embargo, la idea de regular el mercado del alquiler, por ejemplo, a través de 
la fijación de precios de alquiler no es extraña a la actual gestión. El Departamento 
de Vivienda del Ayuntamiento de Barcelona baraja la idea de fijar precios referen-
ciales de alquiler para cada barrio de la ciudad, pero en ningún caso tal medida sería 
de obligatorio cumplimiento por parte de las agencias85. La no intervención pública 
en el mercado de alquiler de viviendas, notablemente en lo que respecta a las condi-
ciones de acceso, indica un comportamiento hostil hacia las personas en búsqueda 
de vivienda, principalmente hacia las unidades de convivencia con ingresos modes-
tos que no cuentan con empleo fijo ni con contratos que satisfagan las condiciones 
de los propietarios. En un contexto de precarización del inquilino, las familias des-
pliegan diversas estrategias para acceder o mantenerse en la vivienda. En la mayoría 
de los casos, deben paliar la inexistencia de un contrato de trabajo86.

La gestión local de la propiedad pública de viviendas en el contexto 
de emergencia habitacional

Una pobre oferta de vivienda social
La Obra Sindical del Hogar (1942-1975) fue uno de los mayores constructores de 
vivienda social durante el franquismo87. Con la transición a la democracia en 1976, 
el Estado reduce paulatinamente su parque público de viviendas, al mismo tiempo 
que se priorizan inversiones públicas en la construcción de infraestructura colec-
tiva88. La no responsabilización del Estado como prestador del servicio de vivien-
da implica la progresiva privatización de las viviendas sociales a lo largo de 1980, 
cuando España se alinea muy activamente en el Espacio Económico Europeo, lo que 
atrajo un importante flujo de capitales hacia las principales ciudades españolas89. 
Los habitantes de las viviendas de la Obra Sindical del Hogar se descubren propieta-
rios de departamentos de muy mala calidad sin una institución pública responsable 

85	 Entrevista con Jaume Barnada, op.cit.
86	 Herrera, 2016
87	 Tatjer, s/f, p.17; 2005
88	 Naredo, 2010; Tello y Martínez, 1995; Benach y Tello, 2004
89	 Tello, 2012
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de gestionar la situación90. El patrimonio de viviendas públicas fue transferido en 
1985 a la Generalitat de Cataluña y la empresa pública de Administración y Gestión 
(ADIGSA) será la entidad encargada de renovar la herencia inmobiliaria91. Al mo-
mento de realizarse la transferencia, las viviendas presentaban importantes proble-
mas estructurales, lo que fue causa de movimientos sociales urbanos para que los 
poderes públicos tomaran cartas en el asunto92.

El Ayuntamiento de Barcelona también jugó un papel en la producción de vi-
vienda social. En 1927 se crea el Patronato Municipal de Vivienda de Barcelona 
(PMHB) que construye las “casas baratas”, el primer ejemplo de vivienda social en 
España93. Esta institución construye varios polígonos en las periferias de la ciudad, 
donde serán enviados los “(…) grupos populares y obreros, o aquellos que represen-
taban problemas sociales (ciertos grupos de barracas)”94. Tras la muerte de Franco, 
la Constitución de 1978 establece las competencias para las diferentes escalas admi-
nistrativas y la cesión de responsabilidades en materia de vivienda a las comunida-
des autónomas se realiza en el mismo momento en que el Estado se desembaraza 
económicamente del tema. En España, son básicamente los ayuntamientos y las 
comunidades autónomas quienes poseen el mayor número de viviendas públicas, 
pero este patrimonio sólo representa el 1.5% del total del parque de viviendas ocu-
padas95. Para el caso de Cataluña, el intercambio de competencias con Barcelona en 
materia de vivienda y urbanismo implica también la mutualización de responsabi-
lidades para la búsqueda de recursos financieros a fin de enfrentar la necesidad de 
vivienda social. El financiamiento de la construcción o de la compra de viviendas 
públicas no está garantizado por el Estado96.

La regulación de la oferta de viviendas fue dejada en manos del mercado y la 
ciudad se encuentra con escasos medios financieros y jurídicos para gestionar su de-
sarrollo inmobiliario. La década de 1980 implica un ascenso de las ideas neolibera-
les traducidas en la gestión de la ciudad, notablemente por medio de la colaboración 
público-privada97. La acción pública empresarial busca movilizar el financiamiento 
90	 Mercè Tatjer explica también que una de las modalidades más frecuentes para acceder a la 
propiedad era el acceso diferido, que consistía en pagos mensuales (a manera de alquileres) acumu-
lativos que a la larga conducían a la propiedad del hogar. El resultado (luego de diez, quince o veinte 
años) era la reducción del patrimonio público de viviendas y el consecuente incremento del parque 
privado. Como señala Rosa Tello, varias familias de pronto se encontraron propietarias de bienes en 
malas condiciones y debieron asumir varias responsabilidades en tanto que propietarios, notable-
mente en cuanto al mantenimiento de los espacios comunes, pero también en cuanto a los trabajos 
de renovación. Entrevista con Rosa Tello (07/12/15) y con Mercè Tatjer (11/12/15), en la Universidad 
de Barcelona. Ver también Equip EARHA, 2003.
91	 Tatjer, 1995a; 1995b
92	 Tatjer, 1995a; 1995b; Fabre y Huertas, 1997
93	 Busquets, 2005, p.290
94	 Tatjer, s/f, p.20
95	 Entrevista con Jaume Barnada, op.cit. En el 2004, 82.2% de las familias españolas habitaba 
en una vivienda de propiedad, 1% habitaba en vivienda pública de alquiler, y 10% en el mercado 
privado de alquiler (Maury, 2006). Cifras más actuales muestran que, a la escala de Barcelona, el 
parque público representa sólo 1.5% del total (datos presentados en el preámbulo de la Ley 24/2015).
96	 Rodríguez López, op.cit., p.35
97	 Capel, 2010, p.179
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a través de la generalización de este tipo de colaboraciones, donde son las ciudades 
las que asumen largamente los riesgos asociados a los proyectos98. Varios actores 
participan, entonces, en las operaciones de producción de viviendas sociales en Bar-
celona: el Instituto Catalán del Suelo (INCASOL), sindicatos como la Unión General 
de Trabajadores (UGT) y las Comisiones Obreras (CCOO), cooperativas, la Federación 
de Asociaciones de Vecinas y Vecinos de Barcelona (FAVB), además de fundaciones 
y promotores privados99. Como lo remarca Yann Maury en un estudio encargado por 
el Ministerio de Vivienda francés, la mayoría de estas operaciones están destinadas a 
la venta y no al alquiler, lo que restringe el acceso a las familias que no cuentan con 
los medios para suscribir créditos hipotecarios. Sin embargo, existen instrumentos 
de seguimiento a las políticas de vivienda que agrupa a diversos agentes sociales de 
la ciudad. Es el caso del Consell de l’Habitatge Social de Barcelona (incorporado al 
Consorci), cuyo carácter consultivo y de participación busca asegurar el adecuado 
funcionamiento del Registro de solicitantes de vivienda protegida y la atención a 
personas en riesgo de exclusión residencial100.

Actualmente, hay 10.522 viviendas protegidas (VPO101) en Barcelona, de las cua-
les la mayor parte es gestionada por el Patronato Municipal de la Vivienda de Bar-
celona- PMHB (6.111 viviendas, que representa el 58.08% de VPO en la ciudad)102. 
La vivienda protegida en España se atribuye en función a los ingresos económicos 
de las unidades de convivencia que son ponderados según el Indicador Público de 
Renta de Efectos Múltiples- IPREM103. Así, existen tres grandes categorías de vivien-
das públicas y cada una posee diferentes regímenes de acceso: vivienda concertada 
(en venta, para ingresos inferiores a 6.5 veces el IPREM: 3461.32€104), la vivienda 
protegida (en venta, alquiler y derecho de superficie, para ingresos mensuales entre 
2.5 y 4.5 veces el IPREM: 1331.2€-2396.3€), y la vivienda a título provisional o dota-
cional (en alquiler, para ingresos mensuales inferiores a 1331.2€). Concentraremos 
la exposición en este último tipo de viviendas. Hasta la fecha, el Plan de Vivienda 
de Barcelona para el período 2008-2016 es el último documento de planificación de 
la política de vivienda local. El Plan estipula que las unidades de convivencia con 
ingresos inferiores a 2.5 veces el IPREM (1331.27€) pueden acceder a cinco tipos de 
vivienda, según los ingresos y las situaciones de vulnerabilidad social. La Mesa de 
Valoración para la atribución de vivienda en caso de urgencia social (en adelante 

98	 Harvey, 1989
99	 Maury, 2006, p.74
100	 Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Consell de l’Habitatge Social de Barcelona, s/f.
101	 Vivienda de protección oficial, vivienda social o hábitat de protección serán usados como 
sinónimos (Maury, op.cit.; Arends, 2012).
102	 Datos del Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Sessió Plenària 19/01/2016. En 2003, Maury 
constata un parque de 3380 viviendas pertenecientes al PMHB (Maury, op.cit., p.74-75). Esto quiere 
decir que el parque público de viviendas ha aumentado.
103	 El IPREM toma en cuenta las características de la unidad de convivencia (número de perso-
nas) y la suma total del ingreso mensual.
104	 En 2004, el IPREM mensual era de 460.50€ y desde el 2010 está estipulado en 532.51€. He-
mos calculado utilizando el IPREM del 2014 (532.51€ mensual). Sin embargo, en el Plan de Vivienda 
de Barcelona 2008-2016, el IPREM se calcula en 516.90€ al mes.
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Mesa de Emergencia) es la entidad responsable de la evaluación de las candidatu-
ras y decide qué solución proponer a las familias en riesgo de exclusión social. No 
siempre hay posibilidad de ofrecer una vivienda. El Plan prevé para esos casos que 
las familias con un ingreso mensual inferior a 2 veces el IPREM (1065.02€) y que 
se encuentren en situación de vulnerabilidad social y económica (expulsión de la 
vivienda, catástrofes, etc.) pueden acceder a ayudas provenientes de un Fondo de 
Alquiler Social. En este caso, es el Ayuntamiento quien debe buscar una vivienda en 
el mercado de alquiler y, según el acuerdo al que se llegue con el propietario, propo-
nérsela a la familia solicitante y subvencionar una parte del alquiler105.

Ante la dificultad que presenta acceder a la vivienda para las personas que no 
satisfacen las condiciones demandadas en el mercado del alquiler, el Ayuntamiento 
se responsabiliza de este paso por medio de la realización directa de los convenios 
con los propietarios. Es el Ayuntamiento quien garantiza a los arrendadores el buen 
estado del inmueble una vez finalizado el contrato. También, se responsabiliza del 
pago del alquiler y realiza los depósitos directamente a la cuenta de los propieta-
rios106. Tras la crisis de 2007-2008, las promociones públicas destinadas a la venta 
han tenido problemas para suscribir contratos con personas interesadas debido a 
la reducción del otorgamiento de créditos hipotecarios por parte de instituciones 
bancarias107. De acuerdo a nuestras entrevistas, este rechazo de viviendas públicas 
en venta -e incluso en alquiler- se explica también por el hecho de que las personas 
no se sienten convencidas de la ubicación de los inmuebles ofrecidos por el Ayun-
tamiento. Como realizan un esfuerzo importante para el pago, prefieren encontrar 
una vivienda que les satisfaga totalmente. El barrio es un criterio decisivo para acep-
tar la oferta púbica y aquellos barrios estigmatizados son evitados debido al temor 
que tienen las familias a sufrir actos de violencia, además de marginalización. Com-
prendemos cómo la Administración debe enfrentar varios desafíos. Por un lado, 
satisfacer la necesidad en vivienda, renovar y mantener en buen estado el parque 
público de vivienda y, además, debe buscar financiamiento para las operaciones, sin 
discriminar barrios beneficiarios de las inversiones.

Del total de parque público disponible hasta fines de 2015 (10.522 viviendas108), 
23.72% se ha destinado para alquilarlo a las unidades de convivencia en riesgo 
de exclusión residencial. Además, 140 viviendas han sido añadidas por entidades 

105	 Se considera que el monto a pagar mensualmente por el alquiler de una vivienda no debe 
superar el 30% de los ingresos de la unidad de convivencia. Cuando una familia se encuentra en 
riesgo de exclusión residencial y el 30% de sus ingresos (supongamos que el total de ingresos es 
800€ (100%) y el 30% representa 240€) no alcanza para cubrir el costo de un alquiler, el Ayunta-
miento de Barcelona puede aporta esa diferencia, previa inscripción de la unidad de convivencia en 
el Registro de Solicitantes.
106	 Es el caso con el “Programa Pisos Buits”, o con otros incentivos que buscan pisos que el 
Ayuntamiento pueda alquilar -o previamente rehabilitar- para darlos en alquiler. Fuente: Sitio web 
del Consorci de l’Habitatge de Barcelona; entrevista con Jaume Barnada, op.cit.
107	 Rodríguez López, s/f
108	 El Plan de Vivienda de Barcelona para el período 2008-2016 prevé la construcción de 18000 
viviendas nuevas, de las cuales 400-500 estarían destinadas a alquiler social (Barnada y Fajarí, 
2009, p.73).
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privadas (118 obtenidas por Hábitat 3 para situaciones de urgencia social, y 22 por 
entidades financieras)109. La vía de las ayudas monetarias para situaciones de ex-
clusión residencial se explica por una oferta de mercado difícilmente abordable por 
las familias. En 2003, Yann Maury calcula que 25% de la población está excluida del 
acceso a la vivienda en Barcelona110 y actualmente este porcentaje asciende a 30%111. 
El acceso al parque público de viviendas responde a una cuestión de cálculo y azar, 
pues la demanda de vivienda pública sobrepasa largamente la oferta que brinda la 
Administración.

La Oficina de Vivienda y la contención de las demandas de vivienda pública
El Consorcio de Vivienda de Barcelona está a cargo de la gestión de la política de 
vivienda en la ciudad. La red de Oficinas de Vivienda está presente en cada distrito 
y en sus instalaciones se realizan las demandas de vivienda social, como también 
otros trámites relativos al mantenimiento en la vivienda (pedido de ayudas mone-
tarias para el pago de los alquileres, por ejemplo)112. La paulatina privatización de 
las viviendas sociales explica el reducido número de viviendas en el parque públi-
co, lo que hoy no permite atender la demanda de la población, principalmente de 
quienes no cuentan con los ingresos suficientes para satisfacer las exigencias del 
mercado o de las promociones públicas (para venta o alquiler). El parque público se 
ha reducido a tal punto que la crisis del 2007-2008 revela a España entre los países 
europeos con el menor número de viviendas protegidas por el Estado113. A fin de ad-
ministrar adecuadamente la baja disponibilidad de vivienda pública, el Estado exi-
ge a las comunidades autónomas y a los ayuntamientos la creación de un Registro 
de Solicitantes de Vivienda Protegida. La información sobre el número de personas 
demandantes de vivienda social debería permitir al Ayuntamiento asumir respon-
sabilidades y planificar el aumento de su parque público de viviendas. En Barce-
lona, el Registro de Solicitantes fue creado el 2008 y concentra información sobre 
procedimientos administrativos iniciados por los habitantes que desean acceder a la 
vivienda pública. Sin embargo, el Registro está desbordado, como también lo están 
las Oficinas de Vivienda. Son especialmente los jóvenes adultos (entre 18 y 35 años) 
quienes se inscriben esperando acceder a una vivienda abordable114. En 2010, había 
26.465 unidades de convivencia inscritas en Barcelona, para una oferta de 12.519 
residencias bajo diferentes regímenes115. En 2015, se reportan 28.238 inscritos en la 
ciudad116.

109	 Datos del Consorci de Habitatge de Barcelona, Sessió Plenària, 19/01/2016.
110	 Maury, op.cit., p.72
111	 Entrevista con Jaume Barnada.
112	 Desde el 2015, hay un programa de ayuda al pago de facturas de electricidad y agua, así 
como de servicios de consulta jurídica.
113	 Tello, 2012, p.17; Guarro, 2012, p.57. Hay tres viviendas sociales en España por cada 1000 
habitantes, lo que la sitúa muy por debajo de Italia (16), Alemania (30), Francia (48), Gran Bretaña 
(71) y Holanda (179) (Maury, op.cit., p.11).
114	 El precio de las viviendas protegidas es en promedio 21% inferior al precio del mercado 
(Oller, s/f, p.124).
115	 Id., p.117
116	 Datos del Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Sessió Plenària, 19/01/2016.
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Para el caso del distrito de Nou Barris, la mitad de las personas inscritas tienen 
ingresos mensuales entre 213€117 y 798.75€, mientras que el 19% no tiene ingreso 
alguno o posee un ingreso mensual inferior a 213€118. En relación al número de per-
sonas que componen la unidad de convivencia inscrita, es muy interesante notar 
que la mayoría de inscritos viven solos (53% en Barcelona y 45% en Nou Barris). A 
pesar de ello, las cifras de inscritos continúan siendo muy bajas en el distrito de Nou 
Barris: al 30 de junio de 2014, sólo un 4.78% de la población se encuentra inscrita en 
el Registro. Esta cifra supera al promedio en Barcelona (3.34%), pero está por debajo 
de Ciutat Vella, que es el distrito con mayor número de inscritos en relación a su 
población total (6.14%)119. Las formas de atribución de las viviendas (por cálculo y 
sorteo) dicen mucho sobre la reducida oferta pública. Entre 2009 y 2015 se realiza-
ron un total de 47 procesos de atribución de vivienda en Barcelona, donde partici-
paron 85.545 personas para la atribución de 4.327 viviendas (22% vía cálculo y 88% 
vía sorteo). Es decir, del total de participantes, sólo 5% tuvo una vivienda social120. 
La incertidumbre de la atribución lleva a los inscritos a probar otras opciones pro-
puestas por el Consorci, como las ayudas monetarias para el pago de los alquileres. 
La supresión de subvenciones estatales para la construcción de vivienda se acopla 
con el fomento de ayudas monetarias hacia familias a fin que ellas puedan acceder 
al mercado del alquiler (o pagar sus créditos hipotecarios). De esta manera, el déficit 
de vivienda de propiedad pública es compensado con la promoción del mercado de 
viviendas en alquiler.

Figura 2. Manifestación frente a la Oficina de l’Habitatge - distrito de Nou Barris. 
Fuente: Asociación 500x20 y Prou Especulació!, 05/09/2013.

De acuerdo con las entrevistas realizadas, los inscritos comparten la percepción 
de que la vivienda social es menos cara que el precio del mercado y ello representa 
su principal ventaja. Asimismo, acceder a la vivienda social permitiría permanecer 

117	 Ingresos calculados con el IPREM mensual del 2014: 532.51€.
118	 Los porcentajes son similares a la escala de Barcelona. Fuente: Consorci de l’Habitatge de 
Barcelona, Informe de situació al 31/12/2015 de Barcelona y districte de Nou Barris, 2016.
119	 Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Sessió Plenària, 19/01/2016, p. 25.
120	 Id.Ibid.
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más tiempo con menos incertidumbres relativas al término de los contratos. Sin 
embargo, incluso si el proceso de inscripción en el Registro no es percibido como 
difícil, demanda mucho tiempo para resultados totalmente inciertos. Registrarse 
no implica la entrega inmediata de una vivienda y los demandantes se encuentran 
frente a la necesidad de buscar otras maneras de acceder a una vivienda asequible. 
La experiencia de espera se acompaña junto con un sentimiento de frustración y 
un recuerdo de pérdida del tiempo por cada vez que hizo falta ir a la Oficina de 
Vivienda a llevar algún documento o realizar alguna consulta. Además, dichos do-
cumentos tienen una fecha de caducidad que obliga a los solicitantes a revalidarlos 
permanentemente y hacer el trámite en las instituciones públicas respectivas.

La manera en que funciona la atribución de vivienda social no está clara para 
los inscritos. Los entrevistados manifiestan que se prioriza a las personas que se en-
cuentran en situación de urgencia o a las familias con menores de edad antes que 
a las personas de la tercera edad o quienes viven solas. Se percibe también que los 
solicitantes deben hacer un espectáculo (llevar a todos sus hijos a la Oficina de Vi-
vienda o llorar frente al personal) para conseguir la atribución121. Así, una situación 
dual se presenta: se debe aceptar la oferta pública al momento de una atribución 
(incluso si el precio es muy elevado y no se diferencia demasiado de los precios de 
mercado122), o es indispensable estar en una situación realmente crítica para que 
los responsables puedan movilizar los recursos necesarios y evitar que una familia 
se quede en la calle123. Las familias que se encuentran en una situación interme-
dia deben esperar o buscar otras alternativas en el mercado. El carácter técnico del 
Registro y el hecho de que los responsables administrativos no posean -aparente-
mente- margen de maniobra para garantizar la atribución de viviendas despolitiza 
la situación del ínfimo número de viviendas públicas disponibles para el alquiler 
y eclipsa este problema bajo el argumento de la lentitud de la atribución o el in-
concluso proceso de inscripción por parte de los interesados. Como lo constatamos 
durante nuestras entrevistas y observaciones, el personal de la Oficina de Vivienda 
está sobrecargado de trabajo y necesitan aumentar el número de empleados, pero el 
Ayuntamiento tiene prohibido contratar personal y otras alternativas son evaluadas 
para reforzar el servicio124.

Con la crisis y la imposibilidad de resolver el problema de vivienda a través de 
la atribución de vivienda social, en el 2009, se crea el anteriormente mencionado 
Fondo de alquiler social125. Para beneficiarse de este fondo, es preciso inscribirse 

121	 Entrevista 1, mujer inscrita en el Registro, Oficina de Habitatge de Nou Barris, el 04/12/2015
122	 Es el caso del programa “Bolsa de Alquiler”, donde el Ayuntamiento pide a los propietarios 
ceder sus viviendas vacías a precios sociales, a cambio de trabajos de renovación.
123	 Según un estudio llevado a cabo por el Ayuntamiento de Barcelona entre el 18 y el 19 de 
mayo de 2016, hay 941 personas que duermen en la calle en la ciudad, mientras que 1973 se encuen-
tran en equipamientos sociales a la espera de una alternativa durable de vivienda. Fuente: Ajunta-
ment de Barcelonal, Més de nou-centes persones dormen al carrer a Barcelona, el 19/05/2016.
124	 Entrevista con Jaume Barnada y Carolina Recios, elegida conseiller (partido Barcelona en 
Comú) en el distrito de Nou Barris, a cargo del seguimiento a los Servicios Sociales, el 25/01/2016.
125	 Sitio web del Consorci de l’Habitatge de Barcelona.
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al Registro. Para ello, se presentan varios documentos otorgados por los Servicios 
Sociales. Ésta institución es decisiva en el acceso a la vivienda en Barcelona, pues 
son las asistentas sociales quienes siguen los casos de las personas en situación de 
vulnerabilidad social y riesgo de exclusión residencial. Corresponde a las asistentas 
sociales validar la situación de precariedad en la cual se encuentran las familias sin 
ingresos o con bajos ingresos y que desean realizar su inscripción al Registro. La 
dispersión de las soluciones en materia de vivienda se traduce en constantes idas y 
vueltas entre la Oficina de Vivienda y los Servicios Sociales. Es el caso con los docu-
mentos demandados para acceder al Fondo de alquiler Social como los justificativos 
de ayudas sociales para los niños o las piezas justificativas de violencia familiar.

Como lo expresa la socióloga Carolina Recios, todo ha caído sobre los Servicios 
Sociales126. La crisis encontró un modelo de servicios sociales no universal y asisten-
cialista, que criminaliza la pobreza y desconfía de las personas en situación de pre-
cariedad. Además, al igual que la Oficina de Vivienda, los Servicios Sociales requie-
ren más personal. En tanto servicio municipal, tienen restricciones impuestas por la 
legislación sobre contrataciones de las administraciones públicas y les resulta muy 
complicado incrementar el número de trabajadores sin intermediación de empresas 
privadas. Para C. Recios, aquello es un grave problema, pues las condiciones labora-
les de los trabajadores sujetos a diversas modalidades de contratación no son homo-
géneas y ello implica consecuencias en la coordinación cotidiana. Así, los problemas 
de organización de los servicios sociales se traducen en el exceso de trabajo para las 
asistentas. Las reuniones con los ciudadanos son menos frecuentes y la dificultad de 
realizar el seguimiento complica y ralentiza los procedimientos burocráticos. En las 
reuniones de las organizaciones sociales que trabajan por el derecho a la vivienda, 
como la Asociación 500x20 en Nou Barris, las personas en situación de emergencia 
habitacional expresan sus problemas en relación al trabajo de Servicios Sociales. Se 
observa un trato conflictivo entre las familias y las asistentas, generalmente debido 
a experiencias de discriminación y humillación hacia los demandantes de servicios 
sociales. Sin embargo, también se identifica el trabajo de asistentas sociales que per-
manecen muy atentas y vigilantes hacia ciertos casos y contribuyen a agilizar los 
trámites para que las personas logren conseguir todos los documentos necesarios 
para su inscripción en el Registro.

A través de las ayudas al pago del alquiler y otras medidas que inyectan dinero 
al mercado de viviendas, el Estado -por medio del Ayuntamiento- interviene de ma-
nera selectiva y no universal: ellas apuntan a las familias sin capacidad de integrarse 
a la sociedad de propietarios. Esta especialización se traduce en una espacialización 
de los recursos en algunos barrios que, como Nou Barris, concentran los problemas 
en el acceso a la vivienda127. De este modo, por medio de la generalización de las 
ayudas monetarias, se afianza un vínculo entre el Estado y la Administración local, 
pues ambas recurren a mecanismos distributivos -no universales- para contener 

126	 Entrevista con Carolina Recios.
127	 Swyngedouw et al, 2014, p.151
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los problemas de acceso y mantenimiento en la vivienda. Es posible que las salidas 
monetarias permitan pensar el vínculo entre la escala local y nacional en térmi-
nos de cooperación. Lo cierto es que se centra, desde la gestión local, en contener la 
avalancha de problemas socioeconómicos vinculados a la inestabilidad laboral, a la 
inestabilidad en la vivienda y la precarización de las condiciones de vida.

El Ayuntamiento frente a la emergencia habitacional

La voluntad local por tratar el tema
El Plan Nacional para la Promoción del Alquiler, la Rehabilitación de Edificios y la 
Regeneración Urbana 2013-2016 prevé financiamientos que las ciudades y comuni-
dades autónomas pueden obtener a condición de presentar su candidatura128. La ge-
neralización de las asociaciones público-privadas está prevista en el Plan y el Estado 
reserva el financiamiento a las candidaturas que garanticen la realización de aso-
ciaciones con el sector privado, lo que complementa los recursos financieros para 
realizar las acciones propuestas129. El análisis de las políticas locales en materia de 
vivienda en Barcelona muestra una traslación de las orientaciones nacionales a la 
escala municipal. El Plan de Vivienda de Barcelona 2008-2016 promueve el mercado 
del alquiler a través del argumento de la disminución de precios de arrendamien-
to130. Fue efectivamente el caso entre 2008 y 2013, pero ya presentamos argumentos 
demostrando el alza del precio en el mercado del alquiler después del 2014.

Sin embargo, la ciudad no sufre el peso de las restricciones impuestas por el 
poder central. Ella tiene también su propio margen de maniobra. En el 2015, fue 
aprobada una Iniciativa Legislativa Popular (ILP) por el Parlamento de Cataluña: 
la Ley 24/2015 de medidas urgentes para afrontar la emergencia habitacional y la 
pobreza energética. Uno de los antecedentes de esta ley, también válida únicamente 
en el territorio catalán, es la Ley 18/2007 del derecho a la vivienda, la cual prevé la 
promoción de la vivienda pública en cesión de uso (a través de la participación de 
las cooperativas de vivienda) y el alquiler social131, así como la obligación de supri-
mir los usos anormales de las viviendas como las viviendas vacías o deshabitadas132. 
La Plataforma de Afectados por las Hipotecas (PAH) estuvo pendiente al origen de 
la Ley 24/2015, cuyo preámbulo describe la tragedia vivida por muchas familias 
que, tras la crisis, se encuentran desempleadas y sin manera de enfrentar las deudas 
hipotecarias. De igual manera, el texto reconoce la dificultad que tienen las familias 
para hacer frente a las facturas energéticas y afirma que la mayoría de expulsiones 
se deben al incumplimiento en los pagos del alquiler (67% de los casos de expulsio-
nes registrados en 2013)133.

128	 Plan Estatal para el fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la re-
generación y renovación urbanas, 2013-2016.
129	 Id.Ibid
130	 Oller, op.cit., p.116-118
131	 Miralles Buil, 2015, p.169
132	 Ley 24/2015 de medidas urgentes para hacer frente a la emergencia en materia de vivienda 
y pobreza energética.
133	 Id.Ibid
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La ley reivindica la responsabilidad del Ayuntamiento para enfrentar la situa-
ción de emergencia en materia de vivienda. Esto es de crucial importancia, pues no 
hay una voluntad de transferencia de obligaciones hacia el Estado central o hacia 
otras dependencias públicas. De esta manera, la ley propone ocho medidas relativas 
a las expulsiones, entre ellas la protección a los consumidores, los procedimientos 
judiciales y extra-judiciales para resolver situaciones de sobre-endeudamiento y la 
supresión de los avales en casos de vínculos de parentesco. Otra de las proposiciones 
es la vía de la dación en pago, a través de la cual los deudores se quitan el peso de la 
deuda a cambio de la entrega de la vivienda. La ley prevé que, antes de la dación en 
pago, deben evaluarse otras opciones, sobre todo cuando las familias no tienen una 
alternativa residencial. El alquiler social debe ser propuesto por los grandes tenedo-
res antes de proceder a acciones judiciales que puedan desembocar en expulsión. 
Los grandes tenedores están obligados a proponer un precio de alquiler igual a 10% 
del ingreso de la unidad de convivencia cuando el ingreso mensual de ésta (consi-
derando para ello la suma de los ingresos de todos los miembros) es inferior a 0.89 
veces el IRSC134 (lo que equivale a 505.51€), 12% de los ingresos cuando éstos son in-
feriores a 0.95 veces el IRSC (es decir, menos de 540.66€), y a 18% para las unidades 
de convivencia con ingresos que superen los 540.66€. Por ejemplo, si la unidad de 
convivencia adeuda a un gran tenedor, y cuenta con ingresos mensuales de 490€, le 
corresponde pagar (al gran tenedor) un alquiler mensual de 49€. Para las personas 
en riesgo de exclusión135 y que se encuentran alquilando en el mercado de viviendas 
(en este caso, no necesariamente vinculadas a grandes tenedores sino a pequeños 
propietarios), el Ayuntamiento se reclama responsable de impedir la pérdida de la 
vivienda, notablemente a través de las ayudas monetarias. La ley exige que el precio 
del alquiler no supere el 30% del ingreso familiar mensual. Por ejemplo, si el alqui-
ler mensual es de 700€ y la unidad de convivencia gana mensualmente 1000€, se 
considera el 30% de los ingresos totales (en este caso, 300€) y la diferencia es com-
pletada por el Ayuntamiento (400€) a condición de que la tarifa no exceda el precio 
promedio del barrio.

Algunos meses después de la aparición de esta ley 24/2015, la Comisión de De-
rechos Sociales de la gestión de Ada Colau publicó un documento titulado “Medidas 
urgentes para hacer frente a la emergencia habitacional y garantizar el derecho a la 
vivienda”. Este documento retoma las orientaciones de la Ley 24/2015 y actualiza los 
datos relativos a las expulsiones. Entre junio del 2014 y junio del 2015, 2000 familias 
fueron expulsadas en Barcelona y en el 80% de los casos la razón fue el impago de los 
alquileres. Nou Barris es mencionado como uno de los distritos más afectados (jun-
to con Ciutat Vella y Sants Montjuic) y la Comisión establece que el Ayuntamiento 

134	 Índice de Renta de Suficiencia de Cataluña (IRSC), establecido en 569.12€ mensuales para el año 
2015.
135	 La ley define el riesgo de exclusión en relación al ingreso mensual de las unidades de convi-
vencia: menos de 2 veces el IRSC (menos de 1138.24€) para las personas que viven solas, menos de 
2.5 veces el IRSC (1422.8€) para familias y menos de 3 veces el IRSC para las personas con movilidad 
reducida (1707.36€).



27

La mediación como alternativa. Política de vivienda y regulación de la emergencia ...

es la autoridad encargada de realojar a las familias a través de la Mesa de Emergen-
cia. El documento menciona la decisión de aumentar el presupuesto para la política 
de vivienda local en 11.1 M€ y especifica los cinco grandes ejes de acción de la nueva 
gestión local: la prevención de las expulsiones por impago de alquiler (a través de 
las ayudas monetarias), el realojamiento adecuado de las personas en situación vul-
nerable (movilizando para ello el derecho de expropiación para agrandar el parque 
de viviendas a destinación de la Mesa de Emergencia), promoción del alquiler social 
y otros regímenes de acceso a la vivienda (construcción anual de 1000 viviendas 
públicas), promoción de la función social de la vivienda (a través de campañas de 
sensibilización y multas a grandes tenedores) y, finalmente, la mejora de las condi-
ciones residenciales (vía la rehabilitación)136. Se evidencia -también a escala local- 
una tendencia hacia la promoción de la vivienda pública en alquiler antes que en 
régimen de propiedad.

El diagnóstico que propone el documento concentra su atención en la enorme 
lista de espera de los inscritos en el Registro (28.550 unidades de convivencia, un 
total de 53.800 personas), donde la mayoría de familias están en situación de gran 
fragilidad. Asimismo, estos datos se cruzan con cifras de viviendas vacías: 31.200 en 
2015, de las cuales 2.200 pertenecen a entidades financieras. Está claro que la gran 
cantidad de viviendas vacías es un problema en el contexto de demanda de vivienda 
en alquiler a precio asequible. Para los poderes públicos, también es una cuestión de 
dinamizar un mercado estancado (debido a que las viviendas vacías se encuentran 
fuera del mercado) en relación a los mercados de alquiler de otros países europeos. 
La ciudad de Barcelona recurre activamente al mercado del alquiler con el objetivo 
de responder a la demanda de vivienda y suplir la falta de parque público inmobilia-
rio para alquilar a las familias en situación de emergencia residencial. Diversas ac-
ciones apuntan a negociar con los pequeños propietarios de viviendas vacías (pero 
también con los grandes tenedores de parque de viviendas) para convencerlos de 
introducir sus bienes al mercado. La Administración se compromete a rehabilitarlos 
(valorizarlos) a cambio de que la vivienda sea utilizable por una familia priorizada 
por la Mesa de Emergencia. El alquiler que deposita el Ayuntamiento oscila entre los 
600 y 800 euros mensuales137.

Otras medidas movilizadas a escala local buscan activamente la participación 
de intermediarios privados (y del tercer sector) a fin de evitar la desconfianza de los 
propietarios hacia el Ayuntamiento. De esta manera, se explica el trabajo de Hábitat 
3, un programa creado para el período 2014-2018, a cargo de negociar con los peque-
ños propietarios y los grandes tenedores la cesión de las viviendas al Ayuntamiento, 
el cual se compromete a habilitarlas y devolverlas en buen estado. Estas viviendas 
deben ser puestas a disposición de la Mesa de Emergencia para albergar a familias 
en situación de exclusión residencial. Hasta fines del 2015, 137 viviendas fueron 

136	 Ajuntament de barcelona, Mesures urgents per fer front a l’emergència habitacional i garan-
tir el dret a l’habitatge, s/f.
137	 Entrevista con Jaume Barnada.
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captadas por Hábitat 3 (de las cuales 42% requirieron renovación)138. Para resolver 
los problemas de captación, el Ayuntamiento decidió aumentar el presupuesto en 
1.6 millones de euros (teniendo un presupuesto total de 5.662.800€)139.

De su lado, la Mesa de Emergencia es un mecanismo de evaluación que reúne 
una vez al mes a responsables de vivienda de la Generalitat de Cataluña y de la ciu-
dad de Barcelona. Analizan los casos y documentos de los candidatos (en situación 
de exclusión residencial e inscritos en el Registro) y deciden quién obtendrá una 
vivienda a título provisional. Entre 2009 y 2015, solamente 1.260 viviendas fueron 
atribuidas por la Mesa de Emergencia y la evolución muestra un aumento de las 
atribuciones (75 en 2009, 177 en 2012, y 319 en 2015140). La Mesa también está des-
bordada141. La gran cantidad de demandas de vivienda a precio asequible obliga a la 
Administración a buscar otras alternativas en el mercado en función de las necesida-
des: número de miembros que componen la unidad de convivencia, distrito donde 
están escolarizados los niños, necesidades de las personas con movilidad reducida, 
etc. A la espera de encontrar las viviendas, la ciudad propone pensiones donde las 
personas pueden quedarse, lo cual resulta problemático debido a las estrictas con-
diciones de uso de estos lugares142. La Mesa trabaja en coordinación con Hábitat 3 y 
otras instituciones, tanto públicas como privadas. La participación de instituciones 
religiosas también es importante en la búsqueda de viviendas, sea para la compra o 
para el alquiler143. Es a través de las redes y las asociaciones público-privadas que la 
ciudad intenta compensar su insuficiente parque público de viviendas.

La mediación como alternativa: la Administración frente a las expulsiones
La principal razón por la cual las familias pierden sus viviendas a causa de expulsión 
son los procesos judiciales iniciados por impago de alquiler144. Frente a esta situación 
y en razón de las competencias municipales para impedir desalojos forzosos145, la 
actual gestión local busca prevenir las expulsiones. El 19 de enero de 2016 se anun-
ció oficialmente la creación de la Unidad Contra la Exclusión Residencial (UCER), 
cuyos objetivos son evitar las expulsiones y reforzar la aplicación de la Ley 24/2015, 
incluidas las sanciones y multas a las entidades financieras que mantengan vivien-
das vacías. “Por consecuencia, ella [la UCER] será un soporte de los procedimientos 

138	 Datos del Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Sessió Plenària, el 19/01/2016.
139	 Id.Ibid
140	 Id.Ibid
141	 Entrevista con Carme Porta, mediadora de la UCER para el distrito de Nou Barris, el 
25/01/2016.
142	 Según información recogida en las asambleas de la Asociación 500x20, alojar a las familias 
en estas pensiones cuesta alrededor 90€ al día.
143	 El presupuesto del Ayuntamiento prevé 26 603 694€ para la rehabilitación y 11 800 000€ 
para la compra de viviendas. Hasta fines de 2015, 150 viviendas fueron compradas por un total de 
17 300 000€, fuera del costo de rehabilitación. La mayoría se sitúan en el distrito de Ciutat Vella 
(112 viviendas) y luego en el distrito de Sant-Andreu (22 viviendas). En el distrito de Nou Barris, se 
compraron 12 viviendas.
144	 Ajuntament de Barcelona, Mesures urgents per fer front a l’emergència habitacional i garan-
tir el dret a l’habitatge, s/f.
145	 Alemany et al, 2013, p.46
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de sanción de la ciudad hacia prácticas irregulares de grandes tenedores de vivien-
da, y los forzará a proponer alquiler social, opción que no ofrecen a fin de lograr la 
expulsión”146. Hasta fines de 2015, 13 grandes tenedores propusieron viviendas en 
alquiler social y se realizaron 1400 solicitudes de puesta a disposición de las vivien-
das vacías, aunque sin resultados147.

Las trece personas que conforman la UCER tienen perfiles diversos: abogados, 
especialistas en tareas administrativas, etc. Su trabajo cotidiano implica la discusión 
y negociación directa con propietarios a fin de lograr soluciones, centralización de 
la información y coordinación con diferentes instituciones públicas a cargo de la 
gestión de vivienda (fundamentalmente la Oficina de Vivienda y los  Servicios So-
ciales)148. Este trabajo está de alguna manera prefigurado en la Ley 4/2013 de me-
didas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas. Dicha ley 
introduce el recurso a la mediación para que las partes (inquilinos y propietarios) 
puedan resolver sus diferencias sin necesidad de llegar a procesos judiciales149. Sin 
embargo, esta ley apuntaba a buscar la mediación en el mercado. En todo caso, ella 
no proponía responsabilizar a la gestión local de esa tarea. En el caso de Barcelona, 
es el Ayuntamiento el que decide tomar las riendas de la mediación y asumir la 
prestación de este servicio, el cual es finalmente gratuito para los inquilinos y los 
propietarios. Se trata del reconocimiento de un problema público, cuya contesta-
ción y gestión recaía exclusivamente en las organizaciones sociales defensoras del 
derecho a la vivienda.

A pesar de que la presentación oficial muestra a la UCER como creación de 
la actual gestión local150, los entrevistados manifiestan que tal mecanismo de 
mediación ya existía en el mandato precedente151. La actual gestión refuerza la 
iniciativa a través de la asignación de personal a cargo y la creación de una institución 
específica. Entonces, podemos afirmar que es un reciclaje que se mantiene por 
la reformulación y el refuerzo de un instrumento152. La ruptura simbólica que se 
opera es importante153; se observa en los valores introducidos y promovidos por los 
mediadores en su trabajo cotidiano. La implicación emocional de los mediadores en 
la resolución de los casos se explica, en parte, por la trayectoria militante de algunos 
miembros de la UCER. Así, por ejemplo, Carme Porta es mediadora en el distrito 
de Nou Barris y realizó este trabajo voluntariamente desde la PAH, antes de ser 
contratada por el Ayuntamiento. C. Porta reconoce que esta labor, ahora realizada 
desde el gobierno local, fue asumida durante muchos años por las organizaciones 
sociales, como la PAH y la Asociación 500x20. El hecho de realizar actualmente la 

146	 Ajuntament de Barcelona, Barcelona crea una unitat d’actuació preventiva per aturar 
desnonaments i lluitar contra l’exclusió residencial, 19 de enero de 2016.
147	 Datos del Consorci de l’Habitatge de Barcelona, Sessió Plenària 19/01/2016.
148	 Ajuntament de Barcelona, op.cit.
149	 Pérez Conesa, 2013, p.24
150	 Id.Ibid
151	 Entrevista con Jaume Barnada y Carme Porta.
152	 Le Galès y Lascoumes, 2004
153	 Id., p.358
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mediación desde el Ayuntamiento proporciona mayor legitimidad y fuerza a la 

defensa contra la expulsión, notablemente frente a los pequeños propietarios, pero 
principalmente frente a los grandes tenedores. Éstos trabajan con recuperadores, es 
decir, personas a cargo de hacer la negociación con los ocupantes de la vivienda para 
que la abandonen. Los mediadores de la UCER confrontan a los recuperadores de los 
bancos exigiendo respeto por lo que establece la Ley 24/2015. Asimismo, obligan a 
los recuperadores a proponer un alquiler social a las familias en riesgo de exclusión 
residencial. Frente a las entidades financieras, la estrategia apunta primero a retrasar 
la fecha de expulsión y ganar tiempo para que el Ayuntamiento pueda negociar la 
oferta de alquiler social o, en el caso contrario, para que la ciudad encuentre una 
alternativa residencial para las familias.

El intenso trabajo cotidiano de los mediadores expresa la voluntad de renovar la 
acción pública a escala local. A través de su presencia en el terreno y su proximidad 
con las familias, se afirma una imagen de la Administración como una institución 
próxima y de lado de los ciudadanos. La UCER tiene como meta que ninguna fami-
lia se quede en la calle154. Sin embargo, el hecho de detener las expulsiones desde el 
Ayuntamiento no implica la reducción de procesos judiciales destinados a terminar 
en expulsión. Pese a la importancia del trabajo de los mediadores, mantenerse en 
una vivienda alquilada continúa siendo un problema para las familias en situación 
de precariedad económica. Los datos sobre evolución de tipo de consulta realizada a 
los servicios jurídicos de la red de Oficinas de Vivienda muestran que la mayoría de 
demandas conciernen a problemas de alquiler155.

Los mediadores, en tanto que agentes de servicio municipal (street-level bureau-
crates), realizan acciones inmediatas y personales, individualmente156. Tres situa-
ciones mayores se presentan en el trabajo de los mediadores: gestionar los casos de 
expulsión de los inquilinos deudores, de las personas con deudas hipotecarias y los 
casos de ocupaciones ilegales. Como instrumento relativamente nuevo, el margen 
de maniobra que poseen los mediadores está siendo explorado cotidianamente. Su 
tarea principal es la de ser intermediarios entre diferentes actores privados y el go-
bierno local, pero también lidian con otras instituciones públicas como el Tribunal 
de Justicia, básicamente para que las expulsiones puedan ser aplazadas157. La falta 
de certeza sobre la posibilidad de disponer de ayuda monetaria o de viviendas para 
las familias desesperadas ante la inminencia del desalojo y la pérdida de su hogar 

154	 Entrevista con Carme Porta.
155	 No tenemos información más precisa para poder determinar si las consultas son hechas por 
pequeños propietarios o más bien por inquilinos. Fuente: datos del Consorci de l’Habitatge de Barce-
lona, op.cit.
156	 Lipsky, 2011, p.8
157	 Entrevista con Carme Porta y entrevista con Llorens, activista de la PAH-Barcelona, realiza-
da en el distrito de Sants el 15/12/15.
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produce que en varias ocasiones se encuentren en situaciones muy difíciles de ma-
nejar, tanto frente a las familias como frente al Ayuntamiento.

Figura 3. Carme Porta, mediadora de la UCER para el distrito de Nou Barris.
Fuente: Josep García, El Periódico, 27/04/2016

A diferencia de los inquilinos deudores, para los cuales se dispone un protocolo 
de acción más o menos claro, el Ayuntamiento aún no sabe qué hacer en relación a 
los ocupas. En algunos casos, la ocupación de la vivienda se ha realizado con compli-
cidad de los vecinos, pero en los casos en que esto no sucede los ocupas intentan ser 
silenciosos e invisibles158 para poder permanecer en el inmueble159. Como lo recuer-
da Thomas Aguilera en su estudio sobre los ocupas de Paris y Madrid, la ocupación 
es generalmente ignorada por el gobierno local (sin que esto implique el desconoci-
miento del fenómeno) hasta el momento en que una situación de urgencia aparece 
como detonadora160. El Ayuntamiento teme que la ocupación termine por distor-
sionar el mercado, por ejemplo, al reforzar el sentimiento de desconfianza de los 
pequeños propietarios frente al mercado de alquiler. Al mismo tiempo, la búsqueda 
de soluciones desde el gobierno local apunta a que los ocupas demuestren que se en-
cuentran en situación de exclusión residencial para que se pueda proponer alguna 
alternativa vía el Registro de solicitantes de vivienda. Para los mediadores, resulta 
determinante saber si la vivienda ocupada pertenece a pequeños o a grandes tene-
dores. En caso de ser vivienda de pequeños propietarios, el Ayuntamiento no puede 
impedir el desalojo, pues se trataría de dos familias que están siendo perjudicadas 
(por un lado, los ocupas y, por otro, los propietarios). En este caso, la mediación 

158	 Aguilera, 2014
159	 Thomas Aguilera emplea el término ocupas silenciosos (squats discrets) para hablar de las 
familias precarizadas, del tráfico organizado y de las iniciativas individuales que buscan general-
mente no llamar la atención sobre su presencia en las viviendas para así poder quedarse (Aguilera, 
op.cit.).
160	 Id., p.10
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buscará que la familia ocupa se inscriba en el Registro e inicie la solicitud de vivien-
da social. Cuando las ocupaciones se originan en propiedad de grandes tenedores, 
la mediación buscará aplazar la expulsión y acompañar a la familia en los trámites 
necesarios para regularizar su situación e inscribirse al Registro. En paralelo, la ne-
gociación con los grandes tenedores busca ofrecer un alquiler social para las fami-
lias, lo que resulta generalmente en una solución favorable al Ayuntamiento. Los 
bancos evitan las expulsiones en invierno y prefieren negociar con las autoridades 
públicas en un esfuerzo por cuidar su imagen en la prensa local y nacional161. Sin 
embargo, cuando la negociación no resulta favorable al Ayuntamiento y la expul-
sión es inminente, los mediadores llaman a las organizaciones sociales para que la 
movilización ciudadana pueda presionar -mediática y colectivamente- a los bancos 
y evitar la expulsión.

En el caso de Nou Barris, las organizaciones sociales están integradas, de alguna 
manera, al funcionamiento de la UCER. La estrecha coordinación entre los media-
dores y los activistas es fundamental y el rol de estos últimos continúa teniendo un 
peso muy importante para resolver problemas vinculados al impago de alquiler. 
De hecho, la eficacia del instrumento depende de la movilización ciudadana y de 
la calidad y rapidez en la comunicación entre las organizaciones sociales y los me-
diadores. En Nou Barris, por ejemplo, la Asociación 500x20 mantiene una estrecha 
coordinación con los mediadores y comunica sobre los casos que se presentan y 
que llegan primero, por lo general, al espacio asambleario de la Asociación antes 
que a las Oficinas de Vivienda del Ayuntamiento. Así, 500x20 es un puente entre las 
familias en riesgo de exclusión residencial y el gobierno local. De su lado, la UCER 
también brinda rápidamente información sobre el estado de las gestiones (si logró 
detenerse algún desahucio o qué etapa del proceso continúa) frente a los grandes 
tenedores, frente al Ayuntamiento o a pequeños propietarios. Las organizaciones 
sociales reservan la movilización colectiva para los casos en que la UCER no puede 
detener la expulsión. Mientras tanto, en los espacios asamblearios las demandas en 
materia de vivienda pública siguen su curso, formulándose y redefiniéndose.

Conclusiones
No ha sido nuestra intención presentar una lista exhaustiva de los esfuerzos que 
vienen desplegándose desde el Ayuntamiento de Barcelona por garantizar el 
derecho a la vivienda. Presentamos a la UCER como política alternativa en la 
regulación local debido a que ella cumple con la definición ideal-tipo propuesta 
por Vincent Béal y Max Rousseau en tanto es una iniciativa emergida ante la 
exigencia de los movimientos sociales, así como una alternativa que no responde a 
161	 Entrevista con Carme Porta y entrevista con Toni Tallada, activista de 500x20 y elegido 
conseller por el distrito de Nou Barris (partido Barcelona En Comú), realizada en el Centre 
Comunitari Porta, distrito de Nou Barris, el 10/12/15.
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una receta impuesta con problemas de adecuación a la realidad social local. Antes 
bien, ella se adapta a una forma de resolver problemas de vivienda ya ensayada 
por las organizaciones sociales. El estudio de esta joven e interesante iniciativa nos 
permite complementar y, de esta manera, ampliar un ideal normativo de política 
urbana alternativa progresista por su componente temporal (progresivamente, 
paso por paso) y por su búsqueda de justicia social. Entonces, las políticas urbanas 
alternativas:

1. Lejos de evadir competencias o transferir responsabilidades a otras escalas de 
gobierno, buscan ganar margen de maniobra, absorber y ampliar competencias para 
tener mejores herramientas con las cuales limitar y erradicar la precarización de 
las condiciones de vida de la población. Se busca combatir en el terreno legislativo, 
como sucedió con la ILP 24/2015 aprobada por el parlamento catalán.

2. Ante la contestación y movilización social, reconocen un problema como pú-
blico, de interés general, sin evadir responsabilidades frente a la ciudadanía y las 
organizaciones sociales. Éstas han sido históricamente responsables de suplir con 
su trabajo los vacíos producto de la ausencia estatal, regional o local, al punto que 
las administraciones han dependido del trabajo de la sociedad civil organizada para 
canalizar el gasto público hacia inversiones rentables. Entonces, las políticas urba-
nas alternativas se responsabilizan de problemas largamente ignorados por la Admi-
nistración y contribuyen a que las organizaciones sociales sigan avanzando en sus 
reivindicaciones.

3. Se inspiran y aprenden del repertorio de acciones y estrategias de las organi-
zaciones sociales, quienes se han especializado en la gestión y resolución de ciertos 
problemas. Este aprendizaje implica que el Ayuntamiento esté presente en la calle, 
en acciones reivindicativas y de protesta, en espacios asociativos, y promueva la 
comunicación con los vecinos sin atentar contra la independencia de sus organiza-
ciones.

Hemos visto que la configuración de la política de vivienda en España condicio-
na la acción de la Administración local a la búsqueda de intersticios desde los cua-
les contestar las injusticias, detenerlas y reducirlas progresivamente. La regulación 
de la emergencia habitacional por el Ayuntamiento de Barcelona está limitada por 
diversos frentes y la dualidad de la política de vivienda -expresada en la diferencia-
ción de competencias sociales y económicas- es un freno que urge desatascar. Se 
trata de que el Ayuntamiento pueda regular la emergencia habitacional y sostener 
la política de vivienda de manera integral con los recursos suficientes para garanti-
zar un derecho fundamental, pero no todo es conflicto entre las diferentes escalas de 
gobierno y tampoco es entre ellas que se encuentran los principales problemas de 
coordinación. Por el contrario, las diferentes escalas cooperan en muchos aspectos 
y, prueba de ello, es la existencia del Consorci de vivienda (que vincula al Ayunta-
miento de Barcelona con la Generalitat de Catalunya) así como la convergencia de 
las orientaciones políticas nacionales en el Plan Municipal de Vivienda 2008-2016. 
Sobre este último punto, ciertamente la adecuación responde a la necesidad local 
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por garantizar fondos públicos para el desarrollo de las operaciones y programas 
como sucede con la promoción del mercado del alquiler, a manera de respuesta a la 
emergencia habitacional. Sin embargo, como instrumento de gestión pública, tam-
bién expresa convergencia programática, política. Ciertamente, la regulación local 
en materia de políticas de vivienda delata continuidades en lo relativo a las alianzas 
público-privadas, como la búsqueda de soluciones a la emergencia habitacional en 
el mercado inmobiliario de alquiler. A pesar de ello, no podemos ser mezquinos y 
eclipsar del análisis el despliegue de esfuerzos que se dirigen hacia otra dirección y 
responden a las injusticias sociales. Barcelona tiene otra oportunidad histórica para 
transformar la ciudad desde la dialéctica relación entre las políticas urbanas y la 
movilización social.
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